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				INTRODUCCIÓN

				El estudio de las instituciones políticas ha cobrado un creciente interés en las últimas décadas. Como parte suya, ha surgido un grupo de trabajos que analiza la formación de los derechos políticos, especialmente los procesos de expansión del derecho de voto en los distintos contextos nacionales. En América Latina se ha indagado la constitución y funcionamiento del derecho de sufragio durante el siglo XIX. Simultáneamente, investigaciones enmarcadas en la perspectiva de género y en la corriente de recuperación de la historia de las mujeres, han observado los procesos de obtención de tal derecho para este grupo durante la primera parte del siglo XX. Sin embargo, es más débil la presencia de un cuerpo sistemático de trabajos que analice el impacto que tuvo el ingreso de las mujeres al mercado electoral en Latinoamérica desde la mitad del siglo XX en adelante. La mayoría de las investigaciones, para ese periodo, se centran en la obtención de derechos sociales por parte de actores corporativos, dejando de lado la cuestión de la extensión de los derechos políticos para otros grupos formalmente marginados de la arena electoral.

				En este libro, analizaremos las consecuencias de la obtención del derecho de voto por parte de uno de estos grupos, las mujeres, sobre un área fundamental de su agenda política, para la época: la asistencia social al conjunto materno-infantil en dos países latinoamericanos, México y Argentina. A mitad del siglo XX, estos países ofrecían a las nuevas ciudadanas un contexto electoral peculiar que caracterizaremos trazando analogías con el tipo de intercambio monopólico que describe la teoría económica. Nos preguntamos centralmente por qué en contextos que compartían algunas similitudes, las consecuencias de la expansión del derecho de voto a la mujer sobre la agenda de asistencia social fueron diferentes. El estudio de los casos mexicano y argentino permitió acercarnos a una respuesta utilizando la perspectiva comparada. Esta perspectiva no se planteó tanto en un sentido experimental, en el que los casos se comparan como bloques equivalentes y a-históricos, y tampoco se conformó en un sentido teleológico, en el que se asume la búsqueda de leyes inmutables por medio de las cuales el pasado determina el futuro. Por el contrario, se buscó construir narrativas causales para ser comparadas en la forma de analogías donde los eventos críticos importan y de las que se pueden desprenden consecuencias teóricas (Sewell Jr., 2005). El capítulo ii, en el que se ubican los casos mexicano y argentino en el contexto de otras veintiún experiencias nacionales, sigue esta última lógica de construcción de narrativas causales.

				Cabe advertir desde un inicio que el caso mexicano mostró peculiaridades. Por un lado, la influencia ejercida por la red de mujeres en la distribución de beneficios asistenciales no se condice con la imagen que habitualmente se tiene acerca de la década de 1950, la cual visualiza prácticamente una desaparición de estas redes en la política mexicana. El sector femenil no era simplemente una pirámide suspendida en el aire y como se verá, la Secretaría de Salubridad y Asistencia Social (SSA) no hubiera desarrollado importantes rubros sin la presencia de una dinámica red de mujeres. Por otro lado, simultáneamente, esta influencia se desarrolló en un marco de cooptación que acotó su impacto y le dio un enraizamiento específico en las bases, centrado en un intercambio selectivo e intermitente de votos por beneficios, que denominamos como gestión social en contraposición al intercambio masivo y continuo del peronismo femenino, que denotamos como justicia social. 

				De esta manera, en este libro las dificultades para ubicar el caso mexicano, funcionan paradójicamente como un buen parámetro para observar tendencias más extremas en otros países. Aunque en la comparación internacional ubicamos a México en el tipo de impacto limitado (en el sentido de acotado u obstaculizado por la cooptación), puede observarse que en un continuo de casos latinoamericanos similares o familiares en función de la importancia del factor corporativo en el sistema político de la década de 1950, el caso mexicano se ubicaría entre el brasileño, donde la cooptación generó una limitación muy pronunciada de la influencia femenina tras la obtención del derecho de voto; y el caso argentino, en el otro extremo, donde la movilización propició una influencia sumamente amplia. En términos de la modelación que elaboraremos por medio de la teoría de juegos, la red de mujeres mexicanas obtuvo algún beneficio por parte del Partido Revolucionario Institucional (PRI) (entre mucho, algo y poco), el cual optó por ofrecerlo para disuadir la entrada de opciones partidarias sustitutas, mientras que el Partido Peronista (PP) ofreció mucho para intentar consolidarse como mayoría intensa que pudiera desempatar la creciente polarización del sistema político.

				En el contexto de estas comparaciones, en este libro proponemos poner en escena la historia de mujeres cuyo accionar ha quedado desvanecido o ha sido arrebatado por figuras femeninas emblemáticas. Sin embargo, no se trata sólo de recuperar las voces sino de recuperar la lógica de esas voces. Si el papel de las mujeres peronistas, desde algunas versiones, parece quedar subsumido en un eterno anecdotario casi fílmico de la vida de Eva Perón, aquí intentamos, de manera opuesta, delinear las opciones que las mujeres no tan visibles del partido peronista fueron trazando y la importancia de ese trazo en términos políticos y sociales. De la misma manera, si el accionar de las mujeres priistas parece contemplar un número reducido de mujeres de elite, analizamos la lógica de esa apariencia en relación con el contexto de restricciones existente.

				De esta forma, esperamos que el lector se interiorice de manera analítica en la historia de las consecuencias que tuvo la obtención de un derecho político para un grupo en desventaja, las mujeres. Pero también esperamos que a partir del conocimiento de esta historia, se puedan incluir algunos matices novedosos, referidos al funcionamiento electoral de sistemas políticos, como el priista y el peronista, que han presumido crónicamente de una supuesta imposibilidad de clasificación para dicho aspecto. Observar los efectos de la expansión del derecho de voto a las mujeres nos ha llevado indefectiblemente a considerar de manera inusual el aspecto electoral en sistemas políticos que, generalmente, han sido observados desde ángulos ligados a la representación corporativa. Aquí, en cambio, hemos puesto énfasis en la presencia partidaria femenina a nivel de los espacios territoriales y en la relación entre asistencia social y adhesión electoral, en contraposición con los estudios sobre el peronismo y el priismo que han insistido en la importancia de los espacios corporativos cuya historia ha sido protagonizada por hombres.

				Con estas contribuciones en mente, hay objetivos que por el contrario, este libro no persigue. Especialmente hay dos ofertas que este libro no hace. En primer lugar, y desde un punto de vista metodológico, la historia que desarrollaremos no se presenta desde un enfoque monolítico. Quien espere una obra exclusivamente construida desde el bastión de la reconstrucción histórica o desde las trincheras de la modelación ligada a las ciencias políticas, se verá decepcionado. Siguiendo el enfoque de narrativas analíticas (Bates, 1998), nos hemos propuesto entrelazar tanto elementos históricos como modelísticos. Unos y otros están guiados por el problema de investigación que queremos resolver y por las reglas de inferencia necesarias para arribar a dicha resolución. Las historias de vida, los datos extraídos de documentos de archivo, las percepciones y juicios acerca de lo vivido, se exponen recorriendo simétricas dimensiones analíticas, tanto para el caso priista como para el peronista; ello con el objetivo de moldear los rasgos principales de esas historias. Y viceversa, el esfuerzo de modelación permitió encontrar, a su vez, un modo de contar dichas historias. 

				Sin embargo, atendiendo a la existencia de una pluralidad de lecturas, la estructura de exposición del libro permite que quien esté más interesado en los modelos pueda concentrarse primordialmente en las páginas destinadas a ello (denominadas: cortes analíticos) y quien desee familiarizarse centralmente con la narración pueda también hacerlo, evitando las secciones que contienen mayor peso de lenguaje formalizado. En otras palabras, se sugiere que el lector cercano a la disciplina histórica siga una ruta de lectura concentrada en los capítulos II, III, IV, V y que el lector cercano a la ciencia política se detenga detalladamente en el capítulo I, la tipología del II y los cortes analíticos de los capítulos IV y V. 

				En segundo lugar, en relación con este enfoque heterodoxo, el libro tampoco propone anular la riqueza de matices y contradicciones propias del peronismo y el priismo de la década de 1950. Aún más, concentrarnos en el plano electoral no ha implicado dejar de reconocer, especialmente en el caso del peronismo, que estos fenómenos desbordaron el mero cálculo procedimental. En este sentido, al realizar una analogía con el intercambio económico monopólico hemos tenido por objetivo capturar un aspecto muy acotado, a saber: las aristas electorales de estos sistemas, que fueron, contradictoriamente, tanto inclusivas como verticales. De la misma forma que la ciencia económica detectó que los monopolios no constituyen desvíos ajenos a su explicación; la ciencia política puede beneficiarse al considerar que el intercambio electoral conlleva una lógica y un sentido no sólo en condiciones competitivas, sino también en condiciones monopólicas. La analogía con algunos elementos de la teoría del intercambio económico en condiciones monopólicas (especialmente lo referente a los denominados juegos de disuasión de la entrada), puede ser útil para dar cuenta de fenómenos político-electorales cargados de contradicciones, como la expansión del derecho de voto durante el priismo y el peronismo de mitad de siglo XX. 

				Hecha esta salvedad, consideramos importante evitar la asociación lineal o reduccionista de la característica monopólica, ideada sólo para describir el juego electoral, con conceptos más amplios como el populismo. Ello, especialmente para el caso peronista que se presenta, en este libro, como un caso en movimiento. Considerando el horizonte de claras distinciones entre sistemas de partidos competitivos y no competitivos desarrolladas abundantemente por las ciencias políticas, un tipo de discusión que pugne por valoraciones más amplias sobre el tenor democrático o autoritario, populista o no, de los fenómenos priista y peronista (con las diversas definiciones implicadas en ello) es un objetivo que este libro claramente no se propone. 

				En conclusión, este libro tiene por objetivo narrar analíticamente desde un enfoque heterodoxo una historia con el fin de responder a un problema de investigación. El problema nos lleva a indagar las consecuencias de la expansión del derecho de voto a la mujer en el contexto de sistemas políticos peculiares como el priista y el peronista. 

				EL ACERTIJO HISTÓRICO-EMPÍRICO

				En 1955, Maurice Duverger, a instancias de la Organización de Naciones Unidas (ONU), dio a conocer un diagnóstico de la situación política de la mujer tras la obtención del derecho de voto en Noruega, Alemania, Francia y Yugoslavia, titulado “The Political Role of Women”. Este informe ponía de manifiesto que, en promedio, las mujeres votaban entre un cinco a diez por ciento en menor medida que los hombres, especialmente en las áreas rurales. También advertía que tendían a votar en forma similar a sus maridos. En cuanto al liderazgo político de las mismas, el informe observaba que era “ridículamente pequeño” y que resultaba curioso incluso que “Estados Unidos de América tuviera uno de los más bajos porcentajes de mujeres parlamentarias, i.e., 2 por ciento” (Duverger, 1955: 5). Por otra parte, Duverger (1955) señalaba la escasa influencia de las mujeres en la conformación de las agendas parlamentarias. Finalmente, las legisladoras parlamentarias reportaban un perfil ligado a profesiones liberales (médicas, abogadas, etc.) en mayor porcentaje que los hombres, lo que no representaba al conjunto de la población femenina, constituida sobre todo por esposas con bajos niveles de educación. 

				Hacia el mismo año (1955), las mujeres argentinas contradecían cada uno de los anteriores elementos del diagnóstico citado. A partir de la obtención del derecho de voto (1947) y en las primeras elecciones en las que participaron (1951), votaron 4.2 por ciento más que los hombres y en 1954 esta diferencia se mantuvo (3.4 por ciento más que los hombres). En las zonas rurales la relación no sólo fue similar sino que incluso aumentó. De esta manera, en provincias eminentemente rurales como Santiago del Estero, en las elecciones presidenciales de 1954 las mujeres acudieron a votar en 9.2 por ciento más que los hombres. Al mismo tiempo, votaron en mayor proporción que éstos por un partido nuevo, el Partido Peronista (PP). A nivel nacional, las mujeres votaron 3.2 veces más a favor del peronismo que los hombres en 1951 y 4.3 más en 1954. Esta diferencia aumentaba en algunas zonas rurales, que pueden considerarse más conservadoras en relación con el rol de las mujeres dentro de la familia. En provincias rurales como Catamarca, las mismas votaron 3.5 y 4.5 veces más por el peronismo que los hombres en las elecciones de 1951 y 1954, respectivamente (AGNa FDINE, 17).

				Por otra parte, en cuanto a la representación femenina parlamentaria, en 1955 alcanzaba la sorprendente cifra de 21.7 por ciento en la Cámara Baja y 22.2 por ciento en la Cámara Alta, lo que se ubicaba muy por encima del promedio internacional para la época que rondaba el 7.5 y 7.7 por ciento, respectivamente (IDEA, 1998). Las parlamentarias no reportaban un perfil ligado a las profesiones liberales sino que eran de extracción social media y baja, reportándose maestras rurales, enfermeras, empleadas públicas y amas de casa. Finalmente, las mujeres peronistas, no en el parlamento, pero sí a través de su accionar partidario informalmente ligado a una fundación paraestatal, la Fundación Eva Perón (FEP), influyeron radicalmente en la asignación y distribución de beneficios asistenciales a la población. En 1950, a sólo un año de formación del Partido Peronista Femenino (PPF), los gastos de la FEP representaban 25.8 por ciento del presupuesto del Ministerio de Salud Pública oficialmente encargado de la asistencia social, y en 1951 ascendían al 43.3 por ciento.

				Esta situación resulta más curiosa cuando advertimos que para el mismo año, en México, en un régimen político que ha sido comparado frecuentemente con el peronista de la década del 1950 por sus rasgos corporativos, la situación de las mujeres seguía los patrones diagnosticados por Duverger. Si bien no contamos con cifras fidedignas sobre el comportamiento electoral de las mujeres en México, datos hemerográficos muestran una diferencia de 11.8 por ciento a favor de los hombres por sobre las mujeres, para el empadronamiento en 1957 (El Universal, 30/05/1958). Al mismo tiempo, la representación de las mujeres a partir de la obtención del derecho de voto (1953) no sobrepasó el 5.8 por ciento en la Cámara Baja y 6.6 por ciento en la Cámara Alta, durante la década de 1950 y hasta 1964. El perfil de las parlamentarias estaba íntimamente ligado a las profesiones relacionadas con las carreras de humanidades (como Filosofía y Letras) dictadas en la Universidad Nacional Autónoma de México (UNAM). Finalmente, tanto las parlamentarias como las dirigentes, a través del partido, lograron influir en la agenda destinada al área de asistencia social, pero de manera relativamente acotada. En tanto que las mujeres de base se contactaron en forma pragmática e intermitente con el partido y obtuvieron un umbral apenas suficiente de beneficios sociales asistenciales.

				¿Por qué en dos regímenes que compartían ciertos rasgos similares, la inclusión política de las mujeres reportó dos resultados diferentes? Esta pregunta será analizada observando cómo el modo de inclusión de las mujeres en el PRI y en el PP a partir de la obtención del derecho de voto, impactó en un punto específico de los resultados mencionados en los párrafos anteriores, a saber: la asistencia social al grupo materno-infantil.

				INCLUSIÓN, ASISTENCIA SOCIAL Y CONTEXTO ELECTORAL/CORPORATIVO: EL DISPOSITIVO DE INVESTIGACIÓN

				Para contestar la pregunta de investigación expuesta en el apartado anterior, en este libro nos centramos en observar cómo el modo de inclusión partidario, movilizado en Argentina y cooptado en México, provocó un impacto en el área de la asistencia social (en monto y cobertura), amplio (masivo y continuo) en Argentina y limitado (selectivo e intermitente) en México. De esta manera, en la investigación, el modo de inclusión partidario funciona como la variable independiente y el impacto en políticas asistenciales como la variable dependiente.[1] Al mismo tiempo, decidimos ubicar el movimiento de estas variables en el contexto de monopolio electoral que reportaba el sistema de partidos en ambos países en la década de 1950 y en el contexto de suficiencia/insuficiencia del apoyo político brindado por los actores corporativos en dicho sistema. ¿Por qué centrarnos en la inclusión partidaria, en su impacto en las políticas asistenciales y en el contexto electoral/corporativo para dar respuesta a nuestro problema de investigación?

				Con respecto a la elección de la inclusión partidaria como variable independiente, en primer lugar cabe destacar que la extensión del derecho de voto a las mujeres será conceptualizada como el acceso a un intercambio de votos por beneficios. Dado que en los años en que las mujeres argentinas y mexicanas obtuvieron el derecho de sufragio, el PRI y el PP constituían los canales partidarios dominantes en la arena electoral; la inclusión de las mujeres en estos partidos es la clave para entender por qué y cómo en Argentina el PP se dispuso a ofrecer más beneficios que el PRI a cambio de los votos de las mujeres. O lo que es igual, por qué los votos de las mujeres mexicanas tuvieron menos valor para el PRI (al distribuir beneficios asistenciales) que para el PP.

				En cuanto a la elección del área de la asistencia social como campo de observación de los efectos del ingreso de las mujeres al mercado electoral, la misma se basa en dos razones. En primer lugar, la asistencia social, especialmente al grupo materno-infantil constituía un componente central en la agenda de las organizaciones de mujeres, al momento en que se expande el derecho de voto. Desde finales de siglo XIX las mujeres desempeñaron un papel importante en el desarrollo de los sistemas de beneficencia pública para estos destinatarios en distintos contextos nacionales. Por lo tanto, la observación de esta área se muestra como pertinente para reconocer si la obtención del derecho de voto permitió la traducción de la agenda asistencial de las mujeres en influencia suficiente para generar políticas reales (en monto y cobertura).

				En segundo lugar, la asistencia social se muestra como uno de los rubros en política social más sensible al intercambio electoral informal. Esto es así porque gran parte de los beneficios incluidos en la asistencia (vestimenta, alimentación, etc.) son altamente divisibles y pueden ser distribuidos rápidamente (en contraposición, por ejemplo, a la vivienda o la educación, que requieren mayor inversión en infraestructura). Por lo tanto, los beneficios asistenciales resultan un medio eficaz para retribuir y promover lealtades electorales en forma relativamente rápida. 

				Para analizar los efectos de la inclusión partidaria de las mujeres en México y Argentina en el intercambio electoral, es necesario considerar los espacios y las reglas informales de este intercambio. La asistencia social se muestra como un área adecuada para registrar estos aspectos, observando cuánto valoraba un partido —y con qué urgencia— los votos de las nuevas ciudadanas.

				A su vez, la decisión de observar el contexto electoral/corporativo en el que la inclusión partidaria de las mujeres se desarrolló, tiene también dos fundamentos. El primero es relativamente simple. Ya que consideramos la expansión del derecho de voto de las mujeres como el acceso de las mismas a la posibilidad de intercambiar votos por beneficios, los datos históricos nos advierten que este intercambio fue peculiar para los casos y el periodo de estudio que nos ocupa. En México, el PRI constituía un partido hegemónico que conseguía triunfos (por medios formales e informales) con un promedio del 80 por ciento de los votos en elecciones presidenciales, acompañado por un grupo de partidos satélite. En Argentina, el PP acrecentaba su exclusividad electoral con un 62 por ciento de los votos en las elecciones presidenciales de 1951, intentando imponer una mayoría intensa para desempatar un escenario político crecientemente polarizado. Por lo tanto, estos contextos dan un tono particular a la inclusión partidaria de las mujeres. Utilizando herramientas conceptuales de la microeconomía y de la teoría de los costos de transacción, hemos denominado a estos contextos de intercambio electoral como monopolio en formación (para el caso argentino) y como monopolio consolidado (para el caso mexicano).[2]

				El segundo fundamento refiere a los estudios que para la época, se basan en la dimensión corporativa o en la categoría de populismo advirtiendo que los regímenes políticos latinoamericanos de la década de 1950, se asentaron tanto en una democracia plebiscitaria preocupada por extender los derechos sociales en constante negociación con las corporaciones, como en una democracia que expandió los derechos políticos a grupos políticamente marginados como las mujeres o los indígenas. Sin embargo, esta última faceta no ha sido abundantemente analizada. En este sentido, la presente obra, que enfatiza la dimensión del intercambio electoral, desea contribuir a la observación de una cara desestimada por los estudios centrados únicamente en el factor corporativo. De esta forma, hemos analizado la inclusión de las mujeres al sistema político a partir de la obtención del derecho de sufragio, desde una óptica que privilegia la dimensión del intercambio electoral, relacionándola con la dimensión corporativa sólo al observar cómo la negociación con actores organizados repercutió en dicho intercambio electoral. La ubicación de los términos en la díada electoral/corporativo tiene, por lo tanto, un sentido, lo corporativo se incluye en el contexto desde la lógica del intercambio electoral y no viceversa. En otras palabras, el soporte político de los actores sociales organizados: sindicatos, campesinos, militares, se incorpora a los datos de contexto como un mayor o menor obstáculo para la consolidación o formación de un monopolio electoral, esto es, como factores que reforzaron o debilitaron las posibilidades de imponer mayorías intensas.

				En conjunto, el dispositivo señala que allí donde existió el proyecto de imponer una mayoría intensa[3] y en donde el apoyo político de los actores corporativos no resultó suficiente para lograr este objetivo, se persiguió la inclusión movilizada de las mujeres para ampliar la base de sustento político. Esta modalidad de inclusión permitió que los votos femeninos fueran valorados e intercambiados por beneficios sociales asistenciales, lo que produjo un impacto masivo y continuo en esta área. Por el contrario, cuando una mayoría permanente estuvo instalada y la adhesión de los grupos corporativos no representaba una amenaza a la consolidación de este monopolio partidario, la inclusión de las mujeres al mercado electoral se hizo por medio de la cooptación partidaria de manera de asegurar el equilibrio alcanzado. En esta modalidad de inclusión, los votos de algunas fueron valorados, lo que produjo un impacto intermitente y selectivo en el área de las políticas asistenciales.

				ORGANIZACIÓN DE LA OBRA

				Este libro ocupa tres capítulos para desarrollar la narración analítica referida a nuestros casos. El primer capítulo expone los conceptos y el argumento explicativo que guiaron la investigación. Con base en elementos de la microeconomía aplicados al intercambio electoral en contextos competitivos y críticas realizadas por parte de la teoría de los costos de transacción a dichos elementos, construimos una base conceptual para dar cuenta del intercambio electoral en monopolios consolidados y en formación. 

				El segundo capítulo presenta los casos de Argentina y México ubicados en el contexto histórico-internacional. Para ello, observamos tres variables en veintiún países a partir de la expansión del derecho de voto, a saber: el impacto (de la acción de las mujeres) en el campo de las políticas sociales materno-infantiles, el modo de inclusión en el sistema político (movilizado, cooptado, participante o restringido), y el acceso a cargos elegibles. Como datos de contexto, se observan el nivel de competitividad del sistema partidario (competitivo/monopólico) y el soporte político brindado por actores corporativos (suficiente/insuficiente). 

				El tercer capítulo expone los antecedentes y las principales similitudes y diferencias entre los casos para el periodo bajo estudio. Se analiza, especialmente, cómo a pesar de las semejanzas, hacia 1947, México arribaba a un periodo de estabilidad y consolidaba la posición monopólica de un partido en la arena electoral, al tiempo que debilitaba y disciplinaba a sus principales soportes políticos (sindicatos, campesinos). En cambio, en Argentina se polarizaba el sistema político en torno a actores corporativos autónomos y fuertes, mientras un partido intentaba imponer una mayoría en forma intensa para quebrar una situación de empate político. 

				Los capítulos cuarto y quinto desarrollan los casos que nos ocupan. Ellos conforman el corazón de este libro, pues se narra la historia del modo en que las mujeres se incluyeron en el PP y el PRI y los efectos que ello produjo en el área de la asistencia social, a su vez, se intercalan cortes analíticos para explicar los diferentes resultados. Si el lector desea evitar la lectura de secciones estructuradas con lenguaje formal, la organización del libro en apartados destinados a la narración por un lado, y a los cortes analíticos por otro, permite hacerlo.

				Finalmente, este libro es producto de diversos apoyos en diferentes países, especialmente Argentina y México. En este último mis agradecimientos son para el apoyo recibido de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso México), la cual sostuvo la posibilidad de realizar esta obra. También, el generoso apoyo del Instituto Nacional de Estudios Históricos de la Revolución Mexicana (INHERM) y del Archivo de Historia Oral del Museo del Palacio Legislativo, en la figura de su directora Patricia Moisés quien en 2002, me facilitó el acceso a importante información histórica. A su vez, quiero compartir mi agradecimiento con Francisco Valdés Ugalde y Martín Puchet quienes leyeron en detalle diferentes borradores de este libro y me alentaron constantemente. Sobre todo a Francisco Valdés Ugalde quiero agradecerle la confianza depositada en las posibilidades de esta obra; a Martín Puchet y a Leobardo Plata quiero corresponder el generoso apoyo para desarrollar la modelación que aquí se presenta; a Graciela Bensusán, Alicia Martínez y Blanca Heredia, por sus comentarios a la tesis doctoral que sirvió como base a este libro. En Argentina, mi gratitud, en primer lugar, al Ministerio de Cultura y Educación de la Nación por financiar mi formación en Flacso México, aun en medio de los trastornos económicos que afectaron al país; al Archivo General de la Nación Argentina (AGN), cuyo director en el año 2002, además de facilitarme el acceso a las fuentes, me refirió su propia historia como militante y dirigente del peronismo; a Dora Orlansky, Juan Carlos Torres y Darío Cantón por sus recomendaciones oportunas. Finalmente, en Boston no quiero dejar de agradecer a John Coatsworth, Steve Levitsky y Jorge Domínguez por su hospitalidad en el David Rockefeller Center for Latin American Studies de la Universidad de Harvard durante abril del 2002 y por haberme facilitado el acceso a invaluables fuentes de referencia.

				Con semejantes apoyos, sólo queda repetir un lugar común: cualquier error que se presente en las próximas páginas, es exclusiva responsabilidad de la autora.

				
					
						[1] La variable independiente se subdivide en tres dimensiones, a saber: los espacios, las reglas y las actividades de inclusión partidaria. Al dispositivo general de investigación se agregan tres variables intervinientes, a saber: 1) grado de acceso a cargos electivos, 2) intensidad ideológica partidaria, 3) tipo de reconocimiento a líderes partidarios. 

					

					
						[2] En rigor cabe aclarar que decir monopolio en formación resulta semejante a decir competencia en deformación. Esto significa que en el peronismo estamos ante un caso en movimiento, no en equilibrio. Se ampliará este punto más adelante. Se eligió conservar la palabra “monopolio” para mantener un lenguaje que facilite la comparación con el caso mexicano. 

					

					
						[3] Concepto retomado de Carrizo (1998).

					

				

			

		


		
			
				CAPÍTULO I

                        LA INCLUSIÓN DE LAS MUJERES EN CONTEXTOS ELECTORALES/CORPORATIVOS

				INSTITUCIONES, GÉNERO Y DERECHO DE VOTO 

				LA EXTENSIÓN DEL SUFRAGIO A LAS MUJERES. DIAGNÓSTICO DE SUS EFECTOS

				Los estudios que dan cuenta de las consecuencias del derecho de voto a la mujer siguen, en líneas generales, el diagnóstico pionero de Duverger proponiendo que la inclusión formal de la mujer al electorado tuvo efectos inocuos para el sistema político. De esta forma, ya en la década de 1960 un trabajo realizado en la Universidad de Chile, citando a Duverger, sintetizaba la opinión predominante en la posguerra acerca de los efectos de la expansión del derecho de voto a las mujeres, afirmando: “La incorporación del sexo femenino al cuerpo electoral, que en número ha significado un aumento del 100 por ciento de los votantes, no ha producido en general, ninguna transformación notable en la distribución de las fuerzas entre las distintas ideologías políticas, ya que, en conjunto, las mujeres han votado más o menos igual que los varones” (Banda Vergara, 1968: 31). 

				Por otra parte, es importante observar que la imagen de un efecto inocuo sobre el equilibrio del sistema político fue reforzada por los estudios que, hacia fines de la década de 1930 y hasta principios de los años setenta, propusieron que el nivel de activismo político y de concurrencia electoral de las mujeres era significativamente menor que el de los hombres (Tingsten, 1937; Almond y Verba, 1963; Rokkan, 1970; Lipset, 1960; Verba y Nie, 1972). Estos estudios establecieron que la distinción de género resultaba en diferencias significativas en el activismo político aun si se controlaban los niveles de educación, afiliación institucional y atributos psicológicos relacionados con la política (Norris, 1997).[1] Sumados a aquellos que sugerían junto con Durveger (1969), que el voto femenino apoyaba al conservadurismo moderado (no así a la extrema derecha), estos diagnósticos concurrieron a fijar la idea de que la extensión del derecho de voto a las mujeres era irrelevante para el sistema político. 

				Entre los autores pertenecientes al campo de las ciencias políticas y sobre la base de la experiencia europea y anglosajona, se ha continuado señalando la inocuidad de la extensión del derecho de voto a la mujer sobre el sistema político, especialmente en cuatro aspectos: la no conformación de nuevos partidos políticos, la escasa inclusión de las mujeres dentro de las organizaciones partidarias, el bajo impacto en la participación electoral y la no transformación del mapa electoral, esto es, la permanencia de la distribución de los resultados electorales entre los partidos políticos existentes. Los autores han expuesto que la extensión del voto a la mujer en contraste con la obtención de este derecho por parte de otros grupos fue inocua para el sistema político, en el sentido de no desafiar el equilibrio prexistente. En otras palabras, se sostiene que en contraposición a los votantes políticamente desorganizados (como los campesinos en ciertos contextos nacionales que pueden producir resultados menos previsibles a manos de empresarios políticos audaces) o a las clases sociales compactas y grupos étnicos dominados (que pueden amenazar el equilibrio político establecido); “los niños, los jóvenes, las mujeres y los sirvientes, han tendido a ser considerados bien inocuos, bien capaces de ampliar el apoyo a las preferencias de los votantes existentes, bien incluso susceptibles de ser manipulados para contrarrestar la amenaza potencial derivada de la concesión de derechos de voto a otros grupos” (Colomer, 2000: 25). 

				En cuanto a los estudios relacionados con el análisis de los partidos políticos, Stein Rokkan (1968) señala en uno de los trabajos clásicos referido a la génesis de los partidos políticos europeos, que una serie de “fracturas sociopolíticas” les habrían dado origen y que éstas habrían tenido relación con la expansión del voto a los hombres. Entre estas líneas, las diferencias de género no habrían sido relevantes para la constitución de los partidos políticos.[2] También, Ware ha advertido que “la falta de apertura de los partidos para incluir a los grupos étnicos ha sido aún más evidente con respecto al género” ya que “en la mayoría de las democracias liberales el derecho de voto fue extendido a gran parte de los hombres adultos antes que a las mujeres (…) una vez obtenido el derecho de voto, la posición de las mujeres dentro de los partidos varió muy poco” (Ware, 1996: 81). 

				Por su parte, Sineau, sobre la base de la experiencia europea, americana y canadiense (que la autora subclasifica en modelos latino y nórdico/anglosajón) analiza el impacto de las reformas jurídicas, políticas y civiles para las mujeres, advirtiendo que a pesar de los resonantes progresos en materia de equidad jurídica entre el hombre y la mujer, en el campo de la política se puede observar que las mujeres participan aún de manera muy reducida en el ejercicio de las responsabilidades públicas, preguntándose si las mismas “¿No se habrán liberado de su condición de excluidas de jure de la democracia tan sólo para enfrentarse a un ostracismo de hecho?” (Sineau, 1993: 510. Las cursivas son del texto).

				En el terreno de las políticas sociales, y desde los trabajos realizados dentro de la perspectiva de género, en cierta forma se ha remarcado, indirectamente, la ausencia de consecuencias de la expansión del derecho de voto para las mujeres. Un cuerpo de estudios relacionado con el análisis de los efectos recíprocos entre género y Estados de bienestar, resulta significativo (Gordon y Frasser, 1994; Orloff; 1996; Sainsbury, 1999). Estos estudios enfatizaron que los formatos de Estado de bienestar reprodujeron los roles tradicionales asignados a hombres y mujeres en los que los primeros resultaban ser proveedores económicos y las segundas, responsables por el cuidado, no remunerado, de la familia y el hogar. De esta forma, criticaron el sustrato de sistemas de protección social basados en salarios reconocidos y destinados principalmente a los hombres que llevaron a la conformación de un tipo de ciudadanía inequitativa la cual estaba basada en la noción de un hombre independiente y una mujer dependiente (Sarraceno, 1994; Bryson, 1992; Pateman, 1988). 

				Desde el punto de vista histórico, serán sustanciales los aportes en torno a la importancia de la participación de las mujeres en la conformación de dichos Estados, lo cual había quedado invisibilizado por el predominio de las variables asociadas al movimiento obrero y a los partidos tradicionales. Para el caso de Estados Unidos (eeuu), algunas autoras propusieron la centralidad de las redes de mujeres para la constitución de Estados de bienestar “maternales” que implementaron beneficios dirigidos a las mujeres y los niños (Skocpol, 1992; Sklar, 1993). Resulta interesante notar que para el caso estadounidense puede encontrarse abundante literatura referida a principios del siglo XX, sin embargo, la época posterior a la obtención del derecho de voto (periodo del New Deal) ha recibido, en comparación, menor atención.[3] De todas maneras, siguiendo a Bock, los trabajos existentes coinciden en exponer que si bien a finales del siglo XIX y principios del XX, las mujeres norteamericanas participaron en debates que permitieron imponer rupturas importantes en cuanto a la protección legal de madres y niños, ya en la década de 1930, este proceso se subsumió al manejo de los beneficios por parte del padre de familia. De esta manera, se pasó de “un lenguaje centrado en las mujeres y su ‘diferencia’, a una terminología neutral desde el punto de vista de género” (Bock, 1993: 425). Por su parte, Ritter (2001) refuerza este diagnóstico para el caso de EEUU en la etapa postsufragio hasta la década de 1970, afirmando que el impacto del New Deal y de la Segunda Guerra Mundial, construyeron un ideal de ciudadanía centrado en los roles masculinos del ciudadano/soldado y el ciudadano/trabajador. 

				Incorporando otros casos nacionales, diversos trabajos permitieron avanzar en la comprensión de las variaciones entre Estados de bienestar según los diferentes efectos resultantes a nivel de las inequidades de género, señalando distintas variables que intentan explicar dichas diferencias, a saber: a) el balance de poder entre trabajadores, empresarios y Estado; b) los discursos e ideologías referidos a la maternidad; y c) las preocupaciones referidas a las políticas de población (Pedersen, 1993; Koven y Michel, 1993). En conjunto, estos trabajos fortalecen la tesis de la inocuidad de la expansión del derecho de voto a las mujeres sobre el sistema político, e incluso dan la imagen de una pérdida de influencia de las redes de mujeres en el área de la política social luego de la obtención del mismo. 

				Quizá, por ello no sorprende que, mientras se han efectuado trabajos para observar el impacto que ejerció la expansión del voto a los obreros o a las poblaciones de bajos ingresos sobre el campo de las políticas de seguridad social o sobre el gasto social general, no se ha realizado sistemáticamente lo mismo para el caso de las mujeres (Hicks, 1999; Husted y Kenny, 1997). En forma relativamente reciente un trabajo ha establecido correlaciones positivas entre la expansión del derecho de voto a la mujer y el aumento del gasto público en políticas sociales (Burton y Russel, 1999). Sin embargo, lamentablemente incluye solo el caso suizo a partir de 1970, fecha en que se expande tardíamente el sufragio a las mujeres en ese país. Aunque se establecen ciertos paralelos con el caso italiano, alemán y francés, las comparaciones no resultan lo suficientemente exhaustivas. Por otra parte, no se examina si el aumento de beneficios sociales se hizo a nombre de las mujeres o si, por el contrario, se fortaleció el rol del padre de familia como propietario de beneficios sociales. 

				Llegados a este punto, podemos observar que estos diagnósticos se centran en las experiencias postsufragio femenino de los países del cuadrante noroccidental. La tesis de la inocuidad del voto femenino no incluye la experiencia de países como la Unión Soviética, Corea del Norte o China, en los que la expansión del derecho de voto fue correlativa con una intensa movilización llevada a cabo para imponer una mayoría partidaria revolucionaria en forma permanente. Estos países, en sus comienzos,  incluyeron masivamente a las mujeres en la movilización partidaria y, en ese periodo, posibilitaron la influencia de las mismas en la promulgación de legislación en pro del bienestar materno-infantil y de legislación sumamente avanzada para la época en relación con las mujeres como sujetos de derechos —nos referimos a la aprobación del derecho de divorcio o de aborto— (Madison, 1977; Moses, 1977; Siu, 1981). Sin embargo, la no consideración de estas experiencias se basa, implícita o explícitamente, en una objeción que debe ser respondida: ¿por qué tomar en consideración los efectos de la expansión del derecho de voto en contextos en los que el significado del mismo termina desvirtuándose? La respuesta a esta pregunta incluye observar que la monopolización de la competencia partidaria por parte de un partido político no implica necesariamente que el intercambio electoral deje de cumplir un papel en dicho sistema. Por supuesto, tal como advierte Sartori (1980), este papel es diferente e irreductible al desempeñado en sistemas competitivos. Por lo tanto, lo que nos interesa proponer es que la conformación de un monopolio partidario no significa que éste conserve su posición sólo con base en una dominación lineal sobre los grupos en desventaja. Un monopolio partidario puede ser capaz de mantener un tipo de intercambio electoral que le permita instituirse como el mejor proveedor (aunque no necesariamente como el más eficiente en términos paretianos), impidiendo la entrada de amenazas partidarias sustitutas al sistema político.

				Esta perspectiva es importante para observar los efectos de la expansión del derecho de voto a las mujeres en el contexto latinoamericano, donde las mismas se toparon con el desarrollo de sistemas partidarios monopólicos de rasgos más atenuados, que los consolidados en otros continentes.

				MUJERES Y DERECHOS POLÍTICOS EN AMÉRICA LATINA

				Las investigaciones sobre la expansión de los derechos políticos registran cierto desbalance en América Latina. Esto es así, porque existen más estudios sobre los procesos de conformación y obtención de estos derechos (especialmente durante el siglo XIX y principios del siglo XX) que sobre las consecuencias que acarrearon los mismos durante la segunda mitad del siglo XX. De esta forma, para el siglo XIX, los estudios de Annino (1995), Sábato (1999), Guerra (1999) y Posada Carbó (1999) concurren a señalar la importancia de la connotación de “vecino”, proveniente del sistema legal colonial, en la construcción de la categoría de ciudadano. Para el caso mexicano, siguiendo a Carmagnani y Chavez (1999) el pasaje de súbdito a vecino en el último tramo del siglo XVIII llevó, durante el siglo XIX, al arribo de una “ciudadanía orgánica”, no basada en criterios objetivos y generales sino en consideraciones particulares de cada localidad. De esta manera, dicha ciudadanía se basó más en un derecho consuetudinario que en uno universal y abstracto. 

				También, para el caso de México, Medina Peña (2004) ha observado que existen dos visiones de la ciudadanía en el siglo XIX. Una “pesimista” que señala la ausencia de una ciudadanía moderna dada la pervivencia de órdenes tradicionales en la sociedad y otra “optimista” que ve la paulatina integración de un ciudadanía en las figuras de vecino y de ciudadanía orgánica, mencionadas en el párrafo anterior. Frente a estas explicaciones, este autor delinea otra opción a lo largo de tres historias que confluyen en la conformación del ciudadano mexicano en el siglo XIX. Una jurídico-institucional en la que se destaca la permanencia de elecciones indirectas y del sufragio universal masculino; otra epistemológica, referida a la instalación del concepto de ciudadanía vía educación pública, la cual se habría visto obstaculizada hasta la década de 1940 del siglo XX; y, finalmente, una historia cultural relacionada con la dimensión de la práctica electoral en la cual los gobernadores se convertirían en figuras claves, provocando un alejamiento paulatino de los ciudadanos aunque propiciando, de ese modo, la estabilidad política.

				Para el siglo XX, sin embargo, el análisis de los procesos de obtención de derechos políticos en la región ha sido menos sistemático. Ya que, los trabajos que analizan la ampliación de los derechos durante el siglo XX en América Latina han puesto mayor énfasis en el desarrollo de los derechos sociales y su conexión con los movimientos de clase obrera, campesinos y la expansión de las clases medias urbanas, sin prestar la debida atención a la ampliación de los derechos políticos hacia grupos específicos (como las mujeres) que habían sido excluidos de estos procesos. Al mismo tiempo, los estudios basados en la categoría de populismo han reforzado indirectamente el papel central de la obtención de derechos sociales por parte de grupos organizados corporativamente como los sindicatos o las organizaciones campesinas (Germani, 1954; Murmis y Portantiero, 1971; Di Tella y Iani, 1973; Reyna, 1971, 1974; Medina, 1979; Vilas, 1994).[4]

				Con el fin de considerar la historia de otros grupos sociales dentro del campo feminista y de los trabajos alineados en la perspectiva de género, un grupo de autoras, enmarcadas varias de ellas en la revalorización de la historia de las mujeres (Scott J. 1990, Bianchi 1991), han hecho esfuerzos por explorar el significado que asumió la ciudadanía para las mujeres latinoamericanas. De esta forma, para el caso específico de la expansión del derecho de voto nos encontramos con una serie de investigaciones que conforman aportes consistentes para el tema. Trabajos como los de Valenzuela, E. (1995) para el caso de Chile; Nari (2000), para Argentina; Lavrín (1995), para Uruguay, Chile y Argentina; Hanner (1990), para Brasil, Cano (1993, 1995), Tuñon Pablos (1992,1997), Ramos Escandón (1998), Lau (2006) y Buck (2007) para México, han constituido un avance significativo en el conocimiento —y reconocimiento— de los esfuerzos que las mujeres y las organizaciones de mujeres realizaron para equiparar su estatus ciudadano al de los hombres.[5] A pesar del prometedor significado de este avance, nos encontramos con que estos estudios se encargan, predominantemente, de analizar el proceso de obtención del derecho de sufragio para las mujeres, sin avanzar aún suficientemente en la investigación de sus efectos.[6] Esto incluye una presencia más débil de estudios sistemáticos que traten sobre el impacto que tuvo la inclusión de las mujeres en el electorado. 

				A pesar de la débil existencia de un cuerpo sistemático de investigaciones para evaluar los efectos postsufragio femenino, esto no significa que no encontremos trabajos relacionados más generalmente con la situación política de la mujer en el periodo postobtención del derecho de voto. Aunque más dispersos, estos estudios —junto a las investigaciones realizadas en otros continentes—, resultan de utilidad para observar (y en ocasiones inferir indirectamente) las explicaciones más recurrentes que podrían esgrimirse en torno a los efectos producidos por la inclusión de las mujeres en el electorado. 

				EFECTOS DE LA EXPANSIÓN DEL DERECHO DE VOTO A LA MUJER: PERSPECTIVAS EXPLICATIVAS

				Los trabajos que dan referencias sobre el impacto de la extensión del derecho de voto en el sistema político, y específicamente en el campo de las políticas sociales, pueden clasificarse principalmente en dos grupos de argumentos, aquellos que se centran: a) en aspectos internos del comportamiento político femenino; y b) argumentos que se centran en variables externas a este comportamiento. En el primero, las hipótesis explicativas desarrollan aspectos culturales o psicosociales (generalmente asociados a la experiencia de la maternidad o al mundo de lo doméstico) considerados como recurrentes o característicos del comportamiento político de las mujeres. En el segundo, se exponen explicaciones centradas en el control masculino de los espacios políticos tradicionales, como los partidos o los parlamentos, los efectos que las reglas políticas (por ejemplo, las reglas electorales) ejercieron sobre el acceso de las mujeres a los espacios de poder y la posición de actores corporativos (especialmente sindicatos) al momento de ingreso de las nuevas ciudadanas al mercado electoral. Estos dos grupos de argumentos pueden encontrarse tanto desarrollados dentro del campo convencional de las ciencias políticas, como en el área de los estudios adscritos a la perspectiva de género o a la perspectiva feminista. 

				En el campo de las ciencias políticas las explicaciones que pueden asociarse a cuestiones internas (actitudinales/culturales) del comportamiento político femenino son aquellas que remiten a la influencia de lo familiar y a la dependencia conyugal de las mujeres, para explicar la no modificación de resultados electorales tras el ingreso de las mismas al mercado electoral. De esta forma, Duverger ya insistía, en 1955, que las mujeres votaban por las mismas opciones políticas que sus maridos (aunque luego remarcaría la orientación más conservadora del voto femenino). Cientistas actuales han expuesto en forma similar que “la conversión de ciertos grupos en votantes no ha producido mucha innovación política porque la mayor parte de sus miembros han desarrollado preferencias similares a las ya existentes entre el electorado anterior y han tendido a reproducir sus pautas de voto” (Colomer, 2000: 21). Esta asimilación de preferencias de las nuevas electoras con respecto a los votantes anteriores, se habría producido principalmente en el seno de la familia. Las mujeres casadas y solteras se habrían identificado —de alguna manera que no se explicita— con las preferencias electorales de sus esposos, padres, hermanos y/o novios. Ello, a su vez, habría sido entendido por los partidos políticos, quienes habrían utilizado sus ya existentes redes proselitistas entre los hombres para llegar también hasta las mujeres (Ware, 1996). De esta manera, según estas perspectivas, otorgar el voto a una mujer resultó igual a duplicar los votos masculinos.

				Desde la perspectiva feminista y de género, las explicaciones ligadas a variables culturales, psicosociales o actitudinales exponen otros argumentos. Éstas observan características recurrentes del comportamiento político femenino que se adquieren por influencia del marco cultural imperante en una sociedad en determinado momento y/o por medio de la socialización producida en el ámbito familiar, escolar, social, etc. A través de estos mecanismos, las mujeres —y los hombres— habrían adquirido nociones de lo que es esperable y deseable que una mujer realice.[7] Estas características pueden variar en función de la educación, del tipo de socialización recibida en el seno del hogar, del nivel educativo, de la situación laboral y del estatus conyugal de los padres (especialmente de la madre); en el ámbito de la política, el escaso acceso de las mujeres a cargos políticos jerárquicos una vez obtenido el derecho a ser votadas, ha sido recurrentemente asociado a las características de falta de ambición, modestia y afectividad que habrían caracterizado los valores aceptados de la acción política femenina (Bourque, 1974).

				Como ha expuesto Harvey (1998) para el caso norteamericano, las explicaciones relativas a los aspectos internos del comportamiento político de las elites femeninas señalan que las dirigentes de organizaciones femeninas se mantuvieron por fuera de una tradición político-partidaria, lo que habría impedido que éstas emprendieran una actividad política activa, capaz de competir con la acción electoral desplegada por las dirigencias partidarias masculinas. La idea de un estilo de acción política propia de las mujeres, es reforzada por los argumentos que, para el caso americano, la caracterizan como definida por el voluntarismo antes y después de la campaña por el sufragio (Cott, 1990; McGerr, 1990). En el campo de las políticas sociales, esta característica particular de la acción política femenina americana se habría traducido en una concepción diferente de las finalidades estatales, en el sentido de una propensión mayor a considerar la función estatal como asociada a la protección maternal (Baker, 1990; Skocpol, 1992; Skocpol y Ritter, 1995).[8]

				En América Latina, el ya clásico trabajo de Elsa Chaney resulta un buen exponente de este grupo de explicaciones. Sobre la base de 167 entrevistas a mujeres dirigentes de Perú y Chile que ocuparon cargos públicos o partidarios durante las décadas de 1950 y 1960, para las mujeres “la tarea universal de ser madres ha influenciado profundamente en los límites y el estilo de su participación en la vida pública” (Chaney, 1989: 22). En los cargos públicos, las mujeres terminan realizando tareas análogas a las del hogar ya que “el funcionario público del sexo femenino frecuentemente se ve forzado a legitimar su papel como el de una ‘madre’ en una ‘casa’ más vasta como puede ser la municipalidad o incluso la nación ” (Chaney, 1989: 14). Finalmente, sugiere que en América Latina este papel de “supermadres” desempeñado por las mujeres dirigentes se ve alimentado por un sustrato cultural asentado en “la reaccionaria cristiandad católica romana que existe en los países latinoamericanos” (Chaney, 1989: 69). Este sustrato habría reforzado las expectativas de una “imagen de lo femenino” construida con base en el valor de la “decencia”, cuya connotación se conformó en torno a los valores de la “honradez, decoro, gentileza, modestia, sensatez, propiedad, e ¡incluso pulcritud y orden!, en suma, la virtud y la corrección” (Chaney, 1989: 61). El concepto de marianismo, propuesto por Evelyn Stevens (1973) para América Latina como contraparte al concepto de machismo, alude a esta caracterización de las mujeres de la región.

				Para nuestros fines es importante advertir que este perfil maternal, propio de las expectativas ejercidas sobre el comportamiento político femenino, se propone como causa de que las mujeres hayan ocupado cargos relacionados con actividades, como la asistencia social y la educación, que se suponen asociados al cuidado, el amor y la protección. Citando en muchos casos explícitamente el trabajo de Chaney, otras autoras han reproducido este argumento para caracterizar la actividad política de las mujeres.[9]

				¿Cómo funciona este argumento, sin embargo, para el problema que analizamos en este libro? La respuesta breve a esta pregunta es: no demasiado bien. Una respuesta más extensa advierte diferentes etapas. En un primer momento, pareciera posible sostener que los rasgos maternales asentados en un catolicismo conservador pudieran ser causa del diferente impacto sobre las políticas asistenciales en México y Argentina a partir de la expansión del derecho de voto. Esto es así, porque en una primera exploración, Argentina aparece como un país más plural que México, dado especialmente el alto porcentaje de inmigración y los altos niveles de educación. De esta manera, mientras el censo de 1947 para Argentina registraba un 15 por ciento de mujeres analfabetas para el total nacional (y un 12 por ciento de hombres analfabetos), el censo de 1950 para México registraba un 37.6 por ciento de mujeres analfabetas (y un 31.6 por ciento de analfabetos). En cuanto a composición extranjera de la población, en 1947 Argentina contaba con un 15 por ciento de inmigrados (de los cuales un 41 por ciento eran mujeres), mientras que México presentaba en 1950 sólo un 0.4 por ciento (del cual un 42 por ciento eran mujeres). Si bien no contamos con datos de religión para Argentina, en 1950 en México, el 98 por ciento de las mujeres declaraban pertenecer al catolicismo (ME, 1947; SE, 1950; INEGI, 2000). Desde una mirada superficial, estas evidencias fortalecerían la idea de que la participación política de las mujeres argentinas en el partido peronista y su mayor actividad e impacto en el área de las políticas sociales estarían derivadas de un clima de mayores contenidos progresistas en lo que atañe a la mujer, lo que habría permitido desestructurar en mayor medida los roles establecidos entre sexos.

				Sin embargo, tras esta primera exploración, el argumento comienza a derrumbarse cuando observamos que no funciona de este modo para el caso de las mujeres peronistas. Tanto como en México, el movimiento peronista convocó a las mujeres haciendo uso de contenidos culturales asociados a la maternidad, al rol de esposas e incluso al catolicismo. De esta manera, Bianchi y Sanchís, con el objetivo de indagar las pautas culturales que condicionan las formas y modalidades que asumió la participación política de las mujeres peronistas, afirman que la mujer en el peronismo se constituyó como sujeto político pero con base en “una identidad de género definida por principios ontológicos, que diferencian la naturaleza femenina de la masculina (…) según esta concepción, en tanto la naturaleza lleva a las mujeres a desarrollar una acción altruista y moralizante (…) los hombres actúan movidos por ambiciones e intereses egoístas” (Bianchi y Sanchis, 1988: 207). Estas autoras también señalan el espíritu de misión religiosa, que impregnó la acción de las dirigentes intermedias peronistas, quienes exaltaron el valor del sacrificio y la abnegación. Adicionalmente, Zabaleta (2000), quien realiza un análisis del discurso peronista desde una perspectiva feminista, propone que el peronismo habría ayudado a construir una “conciencia reformista” en las mujeres de clase popular, posibilitando que comprendan más su situación de marginación, pero al mismo tiempo esta conciencia no habría modificado su subordinación de género. Según esta autora, esto fue así porque el peronismo derivó el rol político de las mujeres de su papel dentro de la familia, glorificando su rol maternal. Estas descripciones del comportamiento político femenino son reforzadas parcialmente por Grassi (1989), quien sostiene que las mujeres peronistas lograron salir de la esfera restringida del hogar, llevando lo privado a lo público (especialmente al área de la asistencia social). En otras palabras, el peronismo convocó la participación de las mujeres desde sus roles aceptados en la vida privada para ponerlos en acción en la vida pública, en el micro espacio del vecindario y en el macro contexto de la movilización política que propició. 

				El problema surge, por lo tanto, cuando investigaciones relacionadas con el caso mexicano, echan mano al mismo argumento para dar cuenta de resultados opuestos al caso argentino. Una parte de los trabajos que se ocupan, parcial o completamente, del periodo posterior a la expansión del voto en México, y que incorporan variables referidas al comportamiento político femenino, lo hacen principalmente para analizar las características de la elite de mujeres dirigentes mexicanas. La pregunta central que, implícita o explícitamente, tratan de responder estos estudios es ¿cuáles son los atributos (entendidos como características educacionales, de socialización, de estatus socioeconómico, etc.) del escaso número de mujeres que pudieron acceder a cargos políticos jerárquicos y por ende de las que no accedieron a los mismos? Estos estudios constituyen un cuerpo disperso, que aporta sin embargo, descripciones valiosas de la elite política femenina, dejando entrever en conjunto algunas características que podrían considerarse explicativas del ascenso de esta elite (De Silva, 1986; Camp, 1996,1983; Hidalgo Ramírez, 2000). 

				Destaco el estudio de Hidalgo Ramírez, quien con base en entrevistas en profundidad realizadas a priistas destacadas concluye que las mujeres que acceden a cargos jerárquicos deben esforzarse por “hacer mejor trabajo que sus correligionarios hombres para legitimar su actividad en el partido”, al tiempo que deben generar alianzas con personas influyentes dentro de su agrupación política, demostrando que son leales a estas personas y que pueden ser capaces de concretar y decidir con seguridad sobre los problemas que se les presentan. Esta adaptación tiene por consecuencia que “las mujeres que ocupan cargos políticos de alto nivel siguen siendo una excepción…” y que “no utilizan modalidades alternas para una práctica política que las lleve a actuar a favor de su género” (Ramírez, 2000: 339). Explícita o implícitamente, estos estudios argumentan que sólo las mujeres que han podido superar las características y prejuicios culturales relacionados con el comportamiento político femenino pudieron acceder a cargos jerárquicos. El resto, se habría visto impedido de acceder a los mismos, por los obstáculos que impone la cultura.

				En conjunto, las autoras mencionadas aportan descripciones sobre el periodo postsufragio en México y Argentina y avanzan en el conocimiento de procesos históricos que podríamos calificar junto con Ramos Escandón (1998), como la “herencia olvidada” de la acción política femenina en estos países. Pero el argumento centrado únicamente en aspectos culturales, actitudinales o psicosociales muestra debilidades a la hora de realizar una comparación entre países, tal como hemos propuesto en esta investigación. Concretamente, al ser utilizado tanto para dilucidar la movilización electoral e impacto masivo en el área asistencial de las mujeres en Argentina como, por el contrario, la cooptación e impacto selectivo en México, el mismo resulta insuficiente para explicar, porque no es lógico que los mismos valores de una variable se utilicen para dar cuenta de dos resultados diferentes. Si las características de pertenencia al espacio doméstico y las identidades de esposa centradas en la abnegación y el sacrificio, se exponen como razones igualmente explicativas para dos resultados político-sociales distintos, hace falta introducir otra explicación que pueda dar cuenta de esa diferencia.

				Antes de pasar a explorar la capacidad explicativa de otros argumentos, resta evaluar dos aspectos problemáticos y adicionales de las explicaciones centradas en lo actitudinal/cultural. El primer aspecto, se relaciona específicamente con el caso argentino. Para este caso, una serie de trabajos agregan un elemento que habría precipitado a las mujeres a desplegar con mayor fuerza su actividad en la esfera pública de  la década de 1950, a saber: el carisma de Eva Perón (Abeijón y Lafauci, 1975; Dos Santos, 1983; Ferioli, 1990; Carlson, 1988). En principio hay que notar que estos trabajos reportan debilidades en conceptualizar a qué se refieren cuando exaltan el carisma de Eva Perón. Algunos, desde una óptica anecdótico-descriptiva o simplemente desde una defensa cuasipanfletaria, introducen las realizaciones o los discursos de esta líder política como el elemento catalizador de la actividad política femenina peronista. Es importante notar que los trabajos realizados en el polarizado contexto de proscripción del peronismo (1955-1973) presentan lógicamente con dificultad el papel desempeñado por Eva Perón desde una óptica equilibrada, que logre destacar tanto los aspectos positivos como los regresivos de su gestión. 

				Otros estudios, sin embargo, advierten que la historia de la participación política femenina peronista ha sido capturada por el papel destacado llevado a cabo por Eva Perón. Mientras que el rol desempeñado por el resto de las mujeres peronistas ha permanecido invisible (Bianchi y Sanchís, 1988). Quizá por la importancia que tomó el análisis de discurso para el caso peronista, algunos vuelven a centrarse en la palabra de esta líder, reintroduciendo por la ventana lo que habían desterrado por la puerta (Guivant, 1986; McGee Deutsch, 1991). Recientemente, dos breves pero valiosos trabajos de Carolina Barry (2001, 2003) han incursionado en el caso argentino, específicamente en el terreno del ppf, desde una óptica diferente, realizando un análisis más politológico de la función de dicho partido. Siguiendo esta línea, nuestra investigación propone considerar en toda su dimensión política la invisibilidad de las mujeres peronistas. Esto significa, por un lado, que la perspectiva de éstas no puede ser desechada y que el trabajo de recolección de fuentes debe esforzarse por capturar lo que ha quedado en silencio. Por el otro, significa que debemos esforzarnos por no borrar las contradicciones propias de esta experiencia partidista bajo el paraguas de un carisma inexplicable. Inclusión, movilización y verticalidad deben incorporarse al unísono para entender la lógica de la invisibilidad de las mujeres peronistas intermedias y de base. Sólo entonces puede pasarse a sopesar el peso explicativo del carisma evitista. 

				Por otra parte, basarnos sólo en la particularidad de este carisma, significaría suponer que nuestro caso de estudio no es comparable con otras experiencias. Como observaremos en el siguiente capítulo, existieron en la historia mundial otras experiencias de movilización realizadas por expansión territorial de un partido en contextos de monopolios electorales en formación en los que no era suficiente sólo el apoyo de sectores corporativos (como los inicios de la revolución china, rusa o coreana). Estas experiencias propiciaron una amplia movilización de las mujeres de la mano de la extensión del derecho de voto con impactos iniciales semejantes al caso argentino en el campo de las políticas sociales. En este sentido, cabe advertir que la particularidad de este caso parece residir (más que en la presencia de Eva Perón), en no haber concluido de manera cercana en el tiempo, exitosa o frustradamente, el momento de movilización para transitar a otra etapa (ello, sin determinismos: no sabemos que forma adquiriría esa etapa). 

				El segundo aspecto problemático del grupo de explicaciones relacionado con las variables actitudinales/culturales, está referido al caso mexicano y en alguna medida se asocia a las observaciones realizadas en los párrafos anteriores. Básicamente, debe advertirse que en el análisis de las características del comportamiento de la elite dirigente, se corre el riesgo (ya repetido en la reconstrucción de la historia de las mujeres) de conformar un relato basado sólo en la experiencia de las mujeres notables. En este sentido, nuestra investigación se propone —al igual que en el caso argentino— recuperar la experiencia de las mujeres priistas de base y recién, entonces, sopesar adecuadamente la relevancia del accionar político-social de dirigentes y militantes.

				CONSECUENCIAS DEL VOTO FEMENINO Y CONSTREÑIMIENTOS CONTEXTUALES

				Un grupo de argumentos, como se ha especificado en el apartado anterior, refiere a las consecuencias del voto a la mujer en relación con una serie de constreñimientos contextuales. Estos argumentos proponen explicaciones centradas en el control masculino de los espacios políticos tradicionales —como los partidos o los parlamentos—, los efectos que las instituciones políticas (por ejemplo, las reglas electorales) ejercieron sobre la inclusión de las mujeres dentro de esos espacios, y el papel jugado por los actores corporativos (especialmente sindicatos) en el sistema político.

				Desde la literatura relacionada con el análisis de los partidos políticos, Ware (1996) señala que una vez expandido el derecho de voto, la posición de las mujeres dentro de los mismos se modificó poco porque se establecieron secciones femeninas periféricas a los sectores partidarios principales y porque al ser los cargos escasos y estar capturados por la dirigencia masculina, abrir el acceso de los mismos a las mujeres hubiera sido sumamente conflictivo. Estos obstáculos para acceder a cargos provocaron, a su vez, una subrepresentación de las mujeres en el Parlamento.[10] Por otra parte, en la mayoría de los parlamentos de Europa Central, en los países anglosajones y parte de los parlamentos latinoamericanos, especialmente en las décadas de 1950 y 1960, las escasas mujeres elegidas fueron generalmente seleccionadas sólo a manera de símbolo o fetiche de apertura y pluralismo partidario entre aquellas con estudios superiores o pertenecientes a familias reconocidas en el ámbito político. Ello llevó no sólo a una subrepresentación de las mujeres con respecto a los hombres, sino también con respecto a las propias mujeres, quienes en dicha época aún se encontraban mayoritariamente por fuera de estos segmentos educacionales. Esta restricción a la entrada de las mujeres a la representación parlamentaria, sumada a los obstáculos para acceder a cargos jerárquicos en el ámbito ejecutivo o judicial, llevaron a que algunas autoras enroladas en la corriente feminista señalaran críticamente a la democracia en los términos de “un club de hombres” (Pateman, 1990: 8). 

				Por otra parte, haciendo referencia a otros constreñimientos, Colomer (2000) señala la existencia de dos mecanismos institucionales utilizados para moderar la entrada de nuevos grupos al electorado, a saber: 1) la manipulación de los requisitos legales para acceder al derecho de voto; y 2) las regulaciones institucionales que pueden dar forma al sistema de partidos, sobre todo las reglas electorales. En relación con el primer punto, cabe destacar que en algunos países el derecho de voto a las mujeres se obtuvo en forma gradual. Por ejemplo, en Canadá las mujeres indígenas obtuvieron ese derecho sin restricciones, recién en 1960. Algo similar sucedió con la extensión efectiva de este derecho a la población afroamericana de los Estados Unidos en la década de 1970. Con respecto a nuestros casos, podemos decir que en México, la extensión del derecho de voto a las mujeres se dio primero en 1947 a nivel municipal y apenas en 1953 en todo el territorio nacional, denotando un ingreso gradual de las mismas al mercado electoral, al tiempo que el sistema partidario iba monopolizando la competencia electoral. En Argentina, la entrada de las mujeres a este mercado se dio, por el contrario, en 1947 en forma masiva, al tiempo que el partido peronista se movilizaba crecientemente. 

				En cuanto a las reglas electorales, los autores han coincidido en señalar que el sistema proporcional ofrece mayores posibilidades para que los partidos seleccionen candidatas mujeres. Sobre la base de datos pertenecientes a veinticuatro democracias consolidadas a partir del periodo posterior a la Segunda Guerra Mundial, Matland (2002) ha demostrado que las mujeres han mantenido una ligera ventaja en los sistemas de representación proporcional (véase también Matland y Taylor, 1997; Darcy, Welch y Clark, 1994).

				Estos trabajos relacionan los constreñimientos contextuales existentes en el sistema político para evaluar sobre todo el impacto en el acceso a cargos de las mujeres en contextos de competencia partidaria, ¿existen también estudios que tomen en cuenta los constreñimientos contextuales para indagar específicamente los efectos de la inclusión femenina al electorado sobre las políticas sociales? La revisión nos ha señalado que la literatura en este aspecto es menos abundante. 

				Como hemos señalado para el caso estadounidense, el trabajo de Skocpol (1992) indica acerca de un estilo femenino de influencia sobre las políticas sociales basado en la protección, tomando en cuenta la estructura del Estado de bienestar americano (comparándola con otros Estados europeos, especialmente el británico) para relacionarla con la existencia de redes femeninas asociadas a las políticas sociales. Sin embargo, este y otros estudios se basan en la existencia de estas redes a principios del siglo xx aportando pocas indicaciones acerca del debilitamiento que reportaron en la segunda parte del siglo xx hasta los años setenta. Para este periodo, algunos trabajos dedicados a investigar la situación política de las mujeres en Estados Unidos han señalado que el debilitamiento de esta influencia se debió en gran parte a que los legisladores dejaron de percibir a las mujeres como un bloque distintivo de electoras (lo que se asocia a la hipótesis de que las mujeres votaron de igual manera que sus familiares hombres) (Silverberg, 1988). Simultáneamente, el trabajo de Graham (1996) refuerza este argumento desde otro ángulo, señalando que el movimiento sufragista inauguró un nuevo tipo de influencia que no fue percibido como amenazante para los legisladores. Éste se basó en la estrategia de “grupo de presión”, debilitando el estilo voluntarista que caracterizó a las redes femeninas asociadas con la hechura de las políticas sociales en Estados Unidos. Por lo tanto, las organizaciones de mujeres sólo pudieron volver a tener influencia en este campo a fines de la década de 1960, cuando este tipo de estrategias se instaló en otros grupos (como las organizaciones pro defensa de los derechos de afroamericanos) presionando a los legisladores en la conformación de las agendas públicas. 

				En el contexto de estas investigaciones, el trabajo de Anna Harvey (1998) se muestra como altamente sistemático, al exponer y desarrollar un modelo explicativo que da cuenta de la pérdida de influencia de las mujeres americanas sobre las políticas sociales tras la obtención del derecho de voto. Este estudio introdujo una noción central para el desarrollo de nuestra investigación. Desde una perspectiva que toma en cuenta los nuevos desarrollos de la economía institucional, la autora asume que dado que obtener información y crear organizaciones es costoso, los mercados electorales pueden derivar en resultados ineficientes. Para el caso de la inclusión de las mujeres al mercado electoral, ello significa que dada la débil conformación de las organizaciones sufragistas para llevar a cabo una movilización electoral de las mujeres, éstas requirieron de tiempo para adaptarse a la política electoral convencional. En este tiempo, los partidos políticos contando con significativas ventajas en un mercado imperfecto de lealtades electorales, lograron expulsar a las organizaciones de mujeres de este mercado. Por lo tanto, sin capacidad de obtener votos las organizaciones de mujeres perdieron, al mismo tiempo, capacidad para influir en la agenda legislativa. Tal como desarrollaremos en el apartado siguiente, la idea de concebir la expansión del derecho de voto a las mujeres en los términos del ingreso a un mercado electoral imperfecto en el que se intercambian votos por influencia sobre los beneficios sociales, ha resultado crucial para el desarrollo de nuestra propuesta explicativa. 

				Finalmente, otros estudios han analizado el escaso acceso a cargos electivos y la reducción de la influencia de las organizaciones de mujeres sobre la política asistencial a partir de la expansión del derecho de voto. El ascenso de la influencia de otras organizaciones (los sindicatos) como soporte de un proyecto político centrado en el Estado de bienestar, surge como factor sustantivo en estos estudios. De esta forma, para el caso de Gran Bretaña, uno de los países en que más extensamente se desarrolló el movimiento sufragista femenino, Joyce Gelb (1989) afirma que la fuerza de los sindicatos dentro del Partido Laborista produjo que las demandas de las mujeres fueran subordinadas a los intereses y objetivos de estas corporaciones. En la misma línea, Pedersen (1993), comparando el caso francés y el inglés, propone que el balance de poder entre organizaciones de trabajadores, empresarios y Estado es un factor clave para entender el curso asumido por la política social y las inequidades de género asociadas a este curso.

				Estas perspectivas pueden encontrar puntos de contacto con los estudios que en América Latina han tomado en cuenta los constreñimientos contextuales para elaborar explicaciones acerca de la situación política de las mujeres en las décadas de 1950 y 1960. Para el caso argentino, resultan significativos los mencionados trabajos de Carolina Barry (2001, 2003) quien considera que para elaborar un análisis del Partido Peronista Femenino debe tomarse en cuenta el concepto de movilización política en contraposición al de participación política, entendiendo este último como el producto del estímulo de la competencia y la actitud voluntaria; mientras, que la movilización se caracteriza como “la activación de estratos bastante amplios de la población (…) programados desde arriba y encuadrados por la actividad de las organizaciones de masa, a las cuales se les asigna, además de funciones de estímulo, también tareas de control social” (Barry, 2001: 18).[11] La conexión que esta autora realiza entre participación y competencia política, por un lado, y entre movilización y control por el otro, nos ha servido para diferenciar las distintas modalidades de inclusión de las mujeres en el contexto de sistemas políticos que ofrecen distintos tipos de competitividad partidaria y diferente apoyo por parte de actores corporativos. 

				También para el caso argentino, Plotkin (1993) ha sugerido que el crecimiento del PPF y su relación con el accionar de la FEP, fueron estrategias para imponer un contrapeso al movimiento obrero, que aún conservaba rasgos de autonomía y constituía un soporte político conflictivo para el régimen peronista.

				Para el caso mexicano, resulta productivo el trabajo de Alicia Martínez (2001), quien presenta una serie de herramientas teóricas que permiten superar la dicotomía tajante entre agente y estructura. En este sentido, resulta especialmente sugerente la consideración de los constreñimientos institucionales como “oportunidades políticas” que pueden restringir o ampliar la participación de las mujeres en el sistema político. De esta manera, la autora incrementa y matiza las versiones del análisis histórico de los ciclos de incorporación política de la mujer, centrados un tanto unilateralmente en la movilización feminista, explicitando que “las posibilidades de integración de la mujer al sistema político institucional, requieren de la conjunción de oportunidades institucionales y de movimientos con presencia pública” (Martínez, 2001: 232). Este estudio abarca tanto el periodo anterior como el posterior a la transición democrática mexicana, por lo tanto, ha resultado de gran utilidad para ubicar las características de la acción política femenina en diferentes contextos de constreñimiento institucional. Al mismo tiempo, el estudio llama la atención sobre una postura que genere una explicación equilibrada entre los términos de la díada agente-estructura. Esto significa, una perspectiva que tome en cuenta en forma simultánea tanto el accionar del movimiento de mujeres como el contexto político. 

				Para nuestros fines, debemos lograr un esquema explicativo que dé espacio al comportamiento de las mujeres observando las relaciones que establece con el contexto y viceversa. Concretamente, en nuestra investigación, nos preocuparemos por observar cómo las mujeres utilizan y recrean los espacios y las reglas de inclusión ofrecidas por los partidos políticos (el PRI y el Peronismo).

				Por otra parte, recientemente, una serie de excelentes trabajos de corte histórico se han esforzado por mostrar las conexiones entre las políticas sociales del Estado posrevolucionario mexicano y la acción de las organizaciones de mujeres. Sin embargo, varios de estos trabajos abarcan únicamente hasta la década de 1940 (Goldsmith Connelly, 2006; Porter, 2006; Fernandez Aceves, 2003, 2006; Olcott, 2003). En este contexto, los estudios de Gauss (2003), Buck (2005, 2007) y Sanders (2007) que se extienden hasta nuestro periodo de estudio, resultan significativos. El trabajo de Gauss nos resulta especialmente útil ya que describe cómo las mujeres fueron excluidas de la vida sindical e industrial y remitidas a la esfera doméstica, en el contexto de Puebla entre los años 1940-1952. En cambio, los trabajos de Buck y Sanders, en principio, parecerían aportar evidencia que iría en sentido opuesto a las hipótesis que aquí expondremos. El estudio de Buck argumenta que, si bien las mujeres perdieron autonomía al integrarse al partido en el gobierno el entonces Partido de la Revolución Mexicana (PRM), es cuestionable, en cambio, que hayan perdido influencia, proponiendo que es precisamente a través de esa afiliación que “ganaron fondos para organizar conferencias, campañas educacionales y establecer instituciones de bienestar social y luchar por el voto” (Buck, 2007: 77). Esta autora advierte cómo la creciente industrialización de la economía (incluida una creciente incorporación de mujeres al mercado de trabajo) mediada por un marcado pronatalismo, implicó el cambio de un discurso marcado por el derecho a la igualdad hacia otro orientado a la diferencia, centrado en el maternalismo y la creación de instituciones de protección para madres y niños. A su vez, Sanders (2007) muestra la influencia de la red de mujeres para cambiar la misión de la Secretaría de Salubridad y Asistencia (SSA) desde una orientación centrada en la protección de la clase trabajadora a una destinada a la familia. 

				Tal como detallaremos en el capítulo destinado a México, los argumentos de estas autoras pueden corroborarse si nos situamos exclusivamente en el caso mexicano. En coincidencia con ellas, observaremos cómo la presencia de redes de mujeres relacionadas con el partido en el gobierno resultó decisiva para el desarrollo de instituciones de protección social materno-infantil. Simultáneamente, estos trabajos confluyen con el nuestro en advertir que el periodo de los años cincuenta no puede ser descrito únicamente en función del repliegue del feminismo progresista de izquierda, dejando una imagen ausente de lo realizado por las redes de mujeres integradas al PRI. No obstante, cuando comparamos este caso con otros, puede reconocerse que esta influencia tuvo una dimensión relativamente acotada (aquí la noción “relativo” es importante). De todas maneras, como las comparaciones tienen siempre algo de odioso, se vuelve importante destacar el tipo, no sólo el grado, de diferencia implicado en el impacto generado por dichas redes, sobre el área de la asistencia materno-infantil una vez obtenido el derecho de voto. En este sentido, nos importará destacar el matiz particular de dicho impacto, el cual caracterizamos como intermitente y selectivo para el caso mexicano (en contraposición con el tipo masivo y continuo para el caso argentino). Destacaremos que el tipo de impacto en el área de la asistencia materno-infantil mexicana tuvo su correlato con un tipo específico de inclusión partidaria (y de intercambio de votos por asistencia) centrada en la cooptación, tanto a nivel de la dirigencia como de las bases. Si bien la influencia de la red de mujeres vinculada con el PRI no debe ser pasada por alto, tampoco debe olvidarse que estuvo acotada por la cooptación. 

				Finalmente, debe observarse que buena parte de los argumentos contextuales sobre los efectos del derecho de voto a las mujeres revisados hasta el momento en este apartado, adolecen de una desventaja, a saber: los estudios centran sus propuestas explicativas, en mayor o en menor medida, en conceptos que aluden a constreñimientos formales, tales como el sistema partidario, las reglas electorales, las agendas legislativas, los regímenes políticos, las organizaciones corporativas, las instituciones económicas, etc. Aunque las autoras hacen mención de prácticas informales como el patronazgo y la injerencia de lazos matrimoniales en el ámbito político (Harvey, 1998), la “dinámica de ‘acomodo’ vía la cooptación de liderazgos naturales o emergentes” (Martínez, 2001: 79) para México, o las relaciones personales entre vecinos, dirigentes intermedias y Eva Perón (Barry, 2001); tales menciones no reciben un lugar conceptual discriminado en los argumentos.

				¿Por qué introducir la dimensión de informalidad para contribuir a dar cuenta de nuestro problema? La respuesta es relativamente simple y se basa en una constatación metodológica, a saber: para analizar, en nuestros casos, la diferencia de impactos que tuvo la expansión del derecho de voto en política social, no basta con observar los constreñimientos formales. Si observáramos, por ejemplo, la influencia de las mujeres en los ámbitos de las legislaturas en el marco de los mecanismos formales para presentar proyectos de ley, estaríamos obviando que ése no fue sino sólo un camino prescriptivo dentro de la política mexicana o argentina de las décadas de 1950 y 1960. Lo mismo vale para la distribución de beneficios asistenciales en relación con los estatutos burocrático-administrativos del Estado; o para los estatutos partidarios vinculados con los mecanismos de selección de candidatas. Ello no significa, tal como demuestra Langston (2002), que las reglas formales no tuvieran importancia en estos contextos, tampoco que no existan prácticas y reglas informales en otros contextos nacionales, sino que la distancia entre lo formal y lo informal en nuestros casos es tan amplia, que no puede entenderse la forma en que se dio la inclusión partidaria de las mujeres y el intercambio electoral sin dar un estatus conceptual a la dimensión institucional informal (y a su distancia con respecto a las reglas formales). 

				El siguiente apartado se encargará de desglosar cada uno de los conceptos que forman parte de la noción de este intercambio electoral en relación con la incorporación de un grupo en desventaja (las mujeres), a partir de la expansión del derecho de voto en contextos monopólicos, ubicando el papel desempeñado por los actores corporativos y aclarando el rol que juegan los constreñimientos informales en dicho intercambio electoral.

				INSTITUCIONES, ACTORES E INTERCAMBIO ELECTORAL

				Los diagnósticos sobre los efectos del derecho de voto a las mujeres, toman en cuenta preponderantemente las experiencias de los países del cuadrante noroccidental, desestimando el significado de este fenómeno en contextos en que un partido monopoliza la competencia electoral. En cuanto a las principales explicaciones existentes sobre los efectos del derecho de sufragio a la mujer sobre el sistema político en general y sobre las políticas sociales en particular, podemos decir que los argumentos relacionados con características internas del comportamiento político femenino se muestran insuficientes. Mientras que las explicaciones centradas en los constreñimientos contextuales requieren de una perspectiva teórica que ofrezca un balance adecuado en la relación agente-estructura. 

				De acuerdo al análisis de la literatura existente, hemos ubicado este estudio en una perspectiva que capture la lógica del intercambio electoral en contextos partidarios monopólicos, incorporando elementos de la microeconomía y de la teoría económica de los costos de transacción, ubicando el papel de los actores corporativos en esta lógica e incluyendo la noción de informalidad. Con base en esta perspectiva, construimos un modelo de intercambio de bienes en contextos monopólicos, que será desarrollado en los cortes analíticos intercalados en la narración de los casos, haciendo uso de la teoría de juegos, donde las opciones del PP y el PRI serán las de dar mucho, algo o poco beneficio social, mientras que el grupo en desventaja (mujeres) deberá decidir entre dar apoyo o no dar apoyo al partido monopólico. El argumento sobre el que se basa este modelo es el siguiente:

				Para el caso de Argentina:

				a) En un monopolio en formación en contexto de creciente polarización partidaria, cada partido intentará imponer una mayoría intensa.

				b)	Para ello requerirá el apoyo de muchos, con el objetivo de anular las posibilidades de los partidos opositores (“empresas sustitutas”, en nuestra terminología).

				c)	Para reunir este apoyo, un nuevo partido necesitará extender las bases partidarias, e incluir a aquellos grupos que precisamente no hayan podido obtener beneficios de los partidos opositores en periodos anteriores.

				d)	Cuánto más conflictivo sea el apoyo brindado por alguno de estos grupos organizados (sindicatos), mayor será el interés en conseguir el apoyo de otros grupos en desventaja (mujeres).

				e)	Para ello, el partido en ascenso tendrá que ofrecerles aquellos beneficios que los sustitutos no daban en cantidad suficiente (mucho) como para movilizar su adhesión.

				f)	En esta movilización jugará un rol importante la inclusión partidaria en espacios territoriales reglados informalmente (redes vecinales) que permitan un intercambio de votos por beneficios, masivo (“justicia social”). Estos espacios y reglas reducirán los costos de transacción en dicho intercambio, transformando la transacción electoral formalmente impersonal y esporádica en un intercambio personal y continuo.

				Para el caso de México:

				a)	En un monopolio consolidado, la principal preocupación del partido en posición hegemónica será la de evitar que surjan opciones partidarias que puedan eventualmente sustituirlo.

				b)	Cuanto menos conflictivo sea el soporte brindado por actores corporativos (sindicatos, organizaciones campesinas, militares) para mantener la situación política alcanzada, menor interés habrá en movilizar el apoyo de otros grupos en desventaja (mujeres).

				c)	Para incorporar a estos grupos en desventaja, sólo se necesitará cooptar el apoyo de algunas, esto es, de aquellas que pudieran formar las bases de opciones partidarias sustitutas (mujeres profesionales), excluir a aquellas que atenten contra su hegemonía (mujeres de izquierda) y otorgar selectivamente a algunas mujeres de base, un umbral de beneficios sólo más alto de lo que pudieran ofrecer opciones sustitutas.

				d)	En esta actividad de cooptación, jugará un rol importante la inclusión partidaria en espacios reglados informalmente (redes profesionales, de camarilla y vecinales) que permitan un intercambio de votos por beneficios selectivo (gestión social). Estos espacios y reglas reducirán los costos de transacción en dicho intercambio transformándolo de formalmente impersonal y espontáneo, en personal e intermitente.

				Para dar cuenta de esta argumentación, desarrollaremos seis discusiones conceptuales, a saber: a) cómo se relaciona la expansión del derecho de voto con la formación de un mercado electoral y qué papel juegan las corporaciones en dicho mercado; b) cómo se construye la decisión de votar en contextos competitivos; c) cómo se conforma esta decisión en contextos partidarios monopólicos y cómo se construye especialmente para un grupo en desventaja que ingresa al mercado electoral; d) cómo se ubica el soporte de los actores corporativos en el cálculo del voto, desde la perspectiva de los ciudadanos y de los partidos; e) cómo se reformula este cálculo a la luz de las críticas desarrolladas por la teoría económica de los costos de transacción y el nuevo institucionalismo, y cuál es el papel de los costos en la decisión de votar en contextos monopólicos; y f) cómo los espacios y las reglas informales modifican los costos de transacción del intercambio electoral en contextos monopólicos. 

				DERECHO DE SUFRAGIO E INTERCAMBIO ELECTORAL 

				La expansión del derecho de sufragio durante la modernidad ha sido definida como un hecho histórico-político que inaugura un concepto de igualdad diferente a la concebida por el cristianismo o el liberalismo. El derecho político del voto irá expandiéndose durante los siglos XIX y XX no ya como función de una equivalencia religiosa (ante Dios), o de pertenencia a un todo organizado y jerarquizado (la corporación medieval), ni como expresión de la tenencia de propiedades. Por el contrario, “la igualdad política marca la entrada definitiva en el mundo de los individuos. Introduce un punto de no retorno. Afirma un tipo de equivalencia de calidad entre los hombres, en completa ruptura con las visiones tradicionales del cuerpo político” (Rosanvallon, 1992: 12-13. Las cursivas son mías). Este “principio de equivalencia” fue imponiendo a la vez un “principio de inclusión”. En otras palabras, la equivalencia implícita en el concepto de “un hombre, un voto” fue ampliando formalmente la idea de que ninguna adscripción de raza, religión, estrato socioeconómico o sexo, puede funcionar como impedimento para que un individuo elija a sus gobernantes. 

				Este proceso histórico puede ser conceptualizado en los términos de la creación de un mercado político en el que prácticamente la totalidad de los adultos de una nación obtiene el derecho político de elegir gobernantes y ser elegido por medio del voto. En este mercado, la equivalencia significa que cada voto tiene el mismo peso en la decisión colectiva. Al mismo tiempo, aquellos que quieren ocupar cargos electivos deben maximizar el número de votos a su favor, ofreciendo determinadas políticas de gobierno presentadas como beneficiosas frente a los ciudadanos. Para la época en que comenzó a expandirse el derecho de voto a la mujer, los partidos políticos ya se encontraban en escena movilizando y organizando los recursos necesarios para obtener votos (Rokkan, 1970). 

				De esta forma, puede trazarse una analogía entre los procesos de expansión del derecho de voto y la conformación de mercados electorales. Esta analogía entre el mercado económico y el político, ha sido presentada clásicamente por algunos autores, quienes proponen que los ciudadanos, a la manera de consumidores, eligen de acuerdo a sus preferencias políticas a los candidatos de un partido.[12] Estos candidatos, a su vez, se comportan como empresarios políticos produciendo propuestas electorales relacionadas con beneficios colectivos. El equipo de individuos que conforma un partido político, realiza dichas propuestas no necesariamente con el propósito de cumplir con su función social, sino porque está racionalmente motivado por la renta, el prestigio y el poder que otorgan los cargos públicos. La lógica básica del intercambio electoral predica que los ciudadanos votarán por el partido que les ofrezca mayores beneficios a cambio del menor costo (Downs, 1973). Al mismo tiempo, en este esquema los porcentajes efectivos de votos pueden ser asimilados a las señales que dan los precios en un mercado económico. Si el precio es definido como la disposición marginal de los individuos a pagar por una unidad adicional de un bien, podemos proponer que el precio en este modelo político, puede traducirse en la disposición marginal de los ciudadanos a apoyar (con votos) a aquel partido que ofrezca una unidad adicional del bien (beneficio público). 

				Hasta aquí la analogía entre los ciudadanos/consumidores y los partidos/empresas funciona (formalmente). Pero, ¿qué ha sucedido con los antiguos criterios de intercambio político basados en las corporaciones? ¿Han desaparecido o se han renovado con la construcción de un mercado que ha instaurado el principio formal de la equivalencia para llevar a cabo transacciones electorales? La literatura de la década de 1970 contestó esta pregunta rehabilitando el concepto de corporativismo para explicar un tipo particular de organización de intereses y de negociación política en defensa de los mismos. Este cuerpo de trabajos, conocido con el nombre de neocorporativismo, privilegió especialmente el estudio de las relaciones entre el Estado y 

				“…un sistema de representación de intereses en donde las unidades están organizadas en un número limitado de categorías únicas, obligatorias, no competitivas, jerárquicamente organizadas y funcionalmente diferenciadas, reconocidas o autorizadas (si no creadas) por el Estado y a las que se les otorga un monopolio representacional, dentro de sus respectivas categorías, a cambio de la observación de ciertos controles en la selección de sus líderes y en la articulación de sus demandas y apoyos” (Schmitter, 1974: 93-94).

				A pesar de la centralidad otorgada a las relaciones entre estas unidades y el Estado, aquí asumiremos que también es posible establecer conexiones entre la dimensión corporativa y la electoral, aun en contextos monopólicos.[13] No nos interesará desarrollar un cuerpo teórico completo para explicar esta relación, sino sólo remarcar con precisión las conexiones entre una y otra categoría en función del fluir de nuestro argumento. De esta manera, enfatizamos que debido a que las organizaciones corporativas son capaces de aglutinar individuos en torno a un interés, a los partidos puede interesarles intercambiar/negociar beneficios con las dirigencias de estas unidades si éstas, a cambio, retribuyen promoviendo y canalizando adhesión (en votos) hacia el partido. En otras palabras, y retomando nuestra analogía con el campo de la microeconomía, a un partido puede interesarle generar intercambio no sólo con los ciudadanos/consumidores, sino también con otras organizaciones que actúan como empresas que tercerizan la obtención de adhesión electoral. Si este acuerdo resulta lo suficientemente vinculante, al partido no le interesará incluir a nuevos grupos, ya que tiene concentrada la distribución de beneficios en la corporación y en la dirigencia con la que ha pactado (por ejemplo, distribuye acceso a cargos electivos para dirigentes de las corporaciones o canaliza beneficios sociales para los miembros de la organización, facilitando así la legitimización de estos dirigentes frente a sus representados). Si un partido es monopólico, y puede mantenerse en el gobierno, tendrá mayores posibilidades de ofrecer y manejar promesas y acciones a partir de la utilización del aparato administrativo del Estado. Si el acuerdo con las corporaciones que aglutinan la representación de intereses cruciales (por ejemplo, sindicatos) pertenecientes a un sector importante (en número y en el rol ocupado en la economía y la sociedad) no es suficiente o incluso amenaza la posición del partido en la arena electoral; porque la organización no se amolda a las directivas políticas manteniendo su autonomía y/o porque el proyecto político excede la capacidad de las organizaciones de retribuir con adhesión (por ejemplo, al implantarse una mayoría revolucionaria o fuertemente polarizada), al partido le interesará incluir y movilizar la adhesión de otros grupos menos organizados (como las mujeres).

				En conjunto, estos desarrollos nos dicen que la entrada al mercado electoral de un grupo poblacional que adquiere el derecho de elegir a sus gobernantes por medio del voto, implica diferentes posibilidades de influencia, según las coordenadas electorales/corporativas que imperen en el contexto. El ingreso de nuevos ciudadanos puede alterar la distribución de votos (esto es, el precio relativo) entre las diferentes opciones partidarias. Si la amenaza es plausible, los empresarios partidarios se verán obligados a aumentar los beneficios ofrecidos al grupo entrante para atraer sus votos. En cambio, si esta amenaza no es real, porque las preferencias de los nuevos votantes son iguales a las de los anteriores (Ware, 1996; Colomer, 2000), porque el grupo no vota como un solo bloque (Silverberg, 1988), porque considerando un mercado imperfecto los partidos pueden organizar más rápidamente la movilización electoral del nuevo grupo que las propias organizaciones novatas (Harvey, 1998), o porque los vínculos de las corporaciones con los partidos otorgan suficiente soporte político a estos últimos (Gelb, 1989), entonces, los empresarios partidarios se mantendrán inmóviles y la entrada de los nuevos ciudadanos será inocua para la conformación de la agenda política.

				Sin embargo, si nos hallamos frente a un partido nuevo que compite frente a otras opciones políticas en un contexto de creciente polarización partidaria donde cada uno intenta imponer una mayoría intensa (en nuestra terminología: monopolio en formación), los empresarios partidarios se comportarán de otra manera. Dada la situación en desventaja del grupo que hasta el momento había permanecido al margen del intercambio electoral (las mujeres, en nuestro caso), su ingreso a este mercado constituirá una oportunidad no sólo para cambiar la distribución de precios relativos entre las opciones partidarias, sino para modificarla de manera duradera. Si los vínculos con las corporaciones no otorgan el suficiente soporte político para el nuevo partido (e incluso lo amenazan), esta oportunidad será aún más valorada. Para aprovecharla, se requiere que la situación en desventaja del nuevo grupo se revierta rápida y significativamente en una posición de ventaja. Esto significa que el partido en ascenso deberá ofrecer un aumento de beneficios públicos a los nuevos ciudadanos para lograr una adhesión que transforme las opciones opositoras en irrelevantes. También, significa que la empresa partidaria no sólo deberá ofrecer gran cantidad de beneficios (“muchos” beneficios en términos de nuestro juego), sino que deberá reducir al mínimo los costos de votar al partido. En otras palabras, si el partido logra movilizar electoralmente a los nuevos ciudadanos de un modo que no sea costoso para los mismos, aumentará la utilidad de votar por él. Por lo tanto, no sólo importa que los nuevos ciudadanos ingresen al mercado electoral para observar el impacto que esta inclusión tiene sobre la agenda de beneficios públicos, sino que también es importante observar el modo de inclusión que el partido les ofrece al entrar a dicho mercado.

				En cambio, si una empresa partidaria ya ha impuesto una mayoría en forma permanente frente a otras opciones partidarias y se ha asegurado la adhesión y lealtad de los grupos corporativos, es esperable que intente que el nuevo grupo no modifique la situación de equilibrio alcanzado. Si este grupo no se constituye en una organización amenazante, los empresarios partidarios sólo ofrecerán los beneficios mínimos que se requieran para mantener su posición hegemónica y evitar que integrantes del nuevo grupo pasen a fortalecer opciones partidarias que pretenden entrar al mercado desafiando el monopolio.

				La puesta en acción de estos argumentos en relación con nuestras hipótesis requieren que respondamos a tres preguntas teóricas, a saber: 1) ¿cómo se aplica la lógica del intercambio electoral a contextos en los que un partido monopoliza la competencia partidaria?; 2) ¿cómo se ubican las corporaciones en esta lógica de intercambio electoral?; y 3) ¿cómo las reglas y espacios de inclusión partidaria (formales e informales) aumentan o reducen los costos de votar para las nuevas ciudadanas?

				LA LÓGICA DEL INTERCAMBIO ELECTORAL EN CONTEXTOS COMPETITIVOS

				El trabajo seminal de Downs (1973) provee un esquema típico del intercambio electoral en contextos competitivos. Tal como expusimos en el apartado anterior, los participantes de este intercambio son principalmente: los ciudadanos, los partidos y, en conjunto, las interacciones existentes entre las unidades partidistas, esto es, el sistema de partidos. Con base en los trabajos existentes, aquí proponemos que cada uno de los elementos participantes de este intercambio puede ser definido por analogía con los conceptos de consumidor, empresa e industria. A este esquema, incorporamos el rol desempeñado por las corporaciones. Antes de proceder a estas definiciones, debe aclararse que la utilización de estas analogías, constituye sólo un recurso que nos permite utilizar las herramientas de la microeconomía, aprovechando las ventajas que esta disciplina ofrece en relación con las posibilidades de modelación. En ningún momento, por lo tanto, se supone que el intercambio político en el mundo real se reduzca automáticamente al funcionamiento de la economía.

				Aclarado este punto, podemos observar que el concepto económico de empresa reporta una serie de elementos que puede ayudarnos a estilizar el concepto de partido político. Una empresa económica ha sido definida por la microeconomía convencional como una “organización que posee capacidades productivas”, esto es, una “organización capaz de transformar conjuntos de bienes en otros bienes” (Kreps, 1995: 208).[14] En esta acepción, se observa que las capacidades productivas de una empresa (denominadas capacidades tecnológicas) conforman un conjunto de vectores compuesto por factores de producción y productos netos (siendo ambos vectores parte de un universo de bienes). Los factores de producción son los insumos necesarios para producir un bien (y reciben una valoración negativa), mientras que los productos netos son los bienes producidos a partir de la transformación de los insumos (y reciben, por el contrario, una valoración positiva).[15] Asimismo, es importante advertir que algunas empresas producen bienes intermedios para elaborar, a su vez, bienes finales. Si estos bienes intermedios resultan ser factores o productos netos, es cuestión que se resuelve observando si la empresa los produce y adquiere además una cantidad de ellos en el mercado (factores), o si los produce y es proveedora de los mismos en dicho mercado (productos).

				Con estos elementos, podemos pensar al partido político como una empresa que transforma la cooperación de sus apoyos en cargos para sus miembros (bienes intermedios) y finalmente en propuestas sobre beneficios públicos a ofertar a los votantes y a organizaciones (bienes finales). Utilizando las nociones aportadas por Panebianco (1993) con respecto a las actividades organizativas vitales que llevan a cabo los partidos políticos, podemos construir un vector de producción para los mismos. De esta manera, los insumos asociados a las áreas de incertidumbre organizativa, centrales para controlar la producción partidaria son: el reclutamiento (R), la información que circula en la comunicación interna (In), la expertisse política (E), la gestión con el entorno (G), las reglas (Re), y la financiación (F) —Factores de producción—.

				Por otra parte, con base en la clasificación de los tipos de beneficios ofrecida por Rosestone y Hansen (1993) los productos netos de este vector están constituidos por beneficios materiales (ganancias tangibles que pueden ser trasladadas fácilmente a un medio monetario), beneficios solidarios (ganancias intangibles que derivan de la interacción social, como el estatus, la deferencia, las relaciones de amistad, etc.) y beneficios de propósito (purposive benefits: beneficios internos que derivan del acto de participación en sí mismo, como el sentido de satisfacción de haber contribuido a una causa valiosa), siendo al mismo tiempo posible establecer que ciertos beneficios funcionan como bienes intermedios y circulan al interior del partido y que otros actúan como bienes finales y se ofertan al exterior del partido.[16]

				En función de estas clasificaciones, los productos netos del vector de producción de un partido están constituidos también por: bienes materiales intermedios: —cargos (C)—, bienes solidarios intermedios —reconocimiento de los líderes (R)—; bienes de propósito finales —ideología (I)—; y bienes materiales finales —propuestas y acciones relativas a beneficios públicos (BP)—.[17] De esta forma el vector de producción (z) de un partido, se conforma de la siguiente manera:

				[image: img-1.jpg]

				Entre estos recursos nos interesa especialmente definir aquel factor relacionado con el reclutamiento. Siguiendo nuevamente a Panebianco, el reclutamiento está vinculado con las acciones partidarias relacionadas con “decidir sobre quién puede entrar o no a formar parte de la organización” y “sobre quién hace carrera” en la misma (Panebianco, 1993: 88). Nuestra hipótesis propone que el modo en que los partidos incluyeron a las mujeres en su organización fue decisivo para generar u obstruir un impacto sobre la agenda política-social, las actividades relacionadas con el reclutamiento forman parte esencial de nuestra variable independiente —Modo de Inclusión Partidario (mi)—. Esta variable puede adquirir cuatro valores a partir de una construcción tipológica, esto es: inclusión centrada en la movilización, en la cooptación, en la participación, o en la restricción (estos dos últimos tipos sólo se utilizarán para contextos de competencia electoral, analizados en la revisión internacional del capítulo siguiente). Nos interesa, en particular, definir que el modo de inclusión centrado en la movilización se define como una inclusión masiva realizada desde las bases pero inducida por los líderes políticos. En contraposición, la cooptación se define como una inclusión llevada a cabo por medio de una cuidadosa selección efectuada por los dirigentes jerárquicos partidarios.

				Por otra parte, los beneficios relacionados con los cargos, el reconocimiento de los líderes y la ideología, representan, cada uno, las variables intervinientes en nuestro modelo explicativo. Estos beneficios son decisivos para que el tipo de inclusión de las mujeres en el partido ejerza o no un impacto en la agenda de las políticas sociales. Finalmente, las promesas y acciones relacionadas con los beneficios públicos, son elementos de nuestra variable dependiente denominada Impacto en Políticas Sociales Asistenciales (ip). Resulta importante advertir que esta variable no se define por los beneficios propuestos por el partido, sino por los beneficios efectivamente otorgados por el Estado. Dado que en nuestros casos la acción del partido en este rubro corresponde a la acción de partidos imbricados fuertemente con el gobierno, la asistencia social se encuentra, efectivamente, muy asociada a la acción gubernamental. Por ello, hemos decidido utilizar como indicadores del impacto, la medida en monto y cobertura de las políticas asistenciales (específicamente las destinadas al grupo materno-infantil) llevadas a cabo por el Estado o por agencias paraestatales, en combinación con propuestas partidarias sostenidas y aprobadas (formal e informalmente) por la fracción partidaria oficial en las legislaturas o por el poder ejecutivo (lo que incluye al presidente y a la primera dama) haciéndose uso de la administración estatal para avanzar sobre fines partidarios. 

				En términos del juego que proponemos para modelar nuestro argumento, la movilización de las mujeres se corresponde con un impacto elevado sobre el monto y la cobertura de las políticas sociales asistenciales. De esta forma, se provee de apoyo creciente al partido en ascenso ya que muchas acceden, efectivamente, a los beneficios prometidos por el partido. La cooptación, en cambio, deriva en un impacto limitado (en el sentido de acotado u obstaculizado por la cooptación) sobre las políticas asistenciales, construyendo un apoyo de equilibrio para el partido en el poder. En otras palabras, la cooptación de las mujeres produce una inclusión basada en la selección de beneficiarias: sólo algunas reciben beneficios, pero todas mantienen la expectativa de ser elegidas (en esta o en otra ronda de distribución), por lo tanto, continúan apoyando al partido.

				LOS CIUDADANOS EN EL INTERCAMBIO ELECTORAL COMPETITIVO

				Habiendo definido al partido político por analogía con la empresa económica, ¿cómo permite la literatura definir a los ciudadanos en este esquema de intercambio electoral? Desde esta perspectiva y bajo un supuesto de racionalidad, se supone que los ciudadanos, en forma análoga a los consumidores, “eligen las mejores cosas que están a su alcance” (Varian, 1980: 35). En otras palabras, tal como los consumidores tienen preferencias por ciertos objetos dentro de una lista de bienes y servicios (cestas de consumo), así los ciudadanos tienen preferencias (“mejores cosas” —en este caso mejores políticas—), y eligen sus opciones preferidas entre una lista completa de opciones ofrecidas por los partidos políticos. A su vez, así como los consumidores eligen la cesta de consumo que está dentro de su conjunto presupuestario (la cesta que “está a su alcance”), también eligen una opción política de acuerdo con los recursos informativos y de oportunidad de los que disponen (Deaton y Muelbauer, 1980; Kreps, 1988; Varian, 1980; Downs, 1973; Riker y Ordeshook, 1968). 

				Definiendo más precisamente los supuestos sobre los que se asienta esta analogía, podemos decir que los ciudadanos tienen preferencias completas, reflexivas y transitivas.[18] En conjunto, estos supuestos nos dicen que parece poco razonable (o al menos contradictorio) que un ciudadano a la hora de votar lo haga por dos opciones al mismo tiempo (por supuesto, puede hacerlo para que su voto sea impugnado, con lo cual estaría siendo indiferente frente a las dos opciones) y que es capaz de jerarquizar lo que prefiere. Obsérvese, además, que no se realiza ninguna suposición acerca de la génesis y el contenido de las preferencias y de la utilidad de su ordenación.[19]

				Por otra parte, en cuanto a lo que está “al alcance” de los individuos, puede decirse que así como la teoría prevé que los consumidores cuentan con una renta (designada con m) que les impone una restricción presupuestaria al comprar, así también puede decirse que los ciudadanos cuentan con determinados recursos para participar en el intercambio electoral. Siguiendo a Rosestone y a Hansen estos recursos pueden clasificarse en dinero, tiempo, conocimientos/educación y lo que los autores denominan como sentido de eficacia política, esto es, “la competencia personal para entender política y para participar en política (eficacia interna)” y “el sentido de las actividades que pueden influenciar al gobierno (eficacia externa)” (Rosestone y Hansen 1993: 14,15).

				La pertenencia a una corporación aumenta o conserva el nivel de la renta de los ciudadanos pertenecientes a su membresía. El grado en que aumente o sólo se conserve el monto de los recursos de los ciudadanos organizados, dependerá del tipo de coalición conformada entre dicha organización y los partidos existentes (especialmente el partido en el gobierno). Debe tenerse en cuenta que la burocratización de las dirigencias corporativas puede significar que la distancia con las bases obstaculice el crecimiento de ciertos componentes de la renta (por ejemplo, el conocimiento con respecto a la situación política en la que se halla el grupo) e incluso los reduzca, en comparación con épocas de movilización. En ciertas ocasiones, la pertenencia a una organización puede socavar el mencionado sentido de eficacia política. Sin embargo, para que la organización (y la legitimidad de sus dirigentes) sobreviva, la misma deberá mantener vigentes, al menos, los beneficios obtenidos y/o aumentar otro tipo de beneficios, que actúen como compensación de las áreas en las que se presenta una reducción o una contención de demandas. En este sentido, si la organización mantiene negociaciones con el partido en el gobierno, la membresía puede significar la oportunidad de acceso a beneficios gestionados o cogestionados con el Estado (por ejemplo, pensiones, atención de la salud, etc.).

				En esta investigación, a los grupos de renta reducida (como obreros o campesinos) que cuentan con el recurso de una organización que se relaciona ampliamente con el partido en el gobierno y con las instancias estatales, y cuya mayoría de miembros se halla formalmente incluida en el mercado electoral, los denominaremos como grupos subalternos organizados, y en ocasiones, simplemente como grupos organizados o corporaciones. A aquellos cuya organización no se encuentra crucialmente ligada al sistema político e incluso están formalmente excluidos de algunas áreas, como la electoral (mujeres, indios, jóvenes) los denominaremos como grupos en desventaja.

				CÁLCULO DEL VOTO EN CONTEXTOS COMPETITIVOS

				Sobre la base de los mencionados supuestos, podemos retomar los aportes de algunos autores para conceptualizar el cálculo que realizan los ciudadanos al votar en contextos democráticos o competitivos. Nosotros revisaremos estos desarrollos para aplicarlos luego, en forma adaptada, a contextos en los que un partido monopoliza la competencia electoral. De esta forma, en un clásico trabajo, Downs propone que en un contexto democrático, cada ciudadano “vota por el partido que en su opinión le proporcionará mayor renta de utilidad durante el próximo periodo electoral” considerando que la renta de utilidad se refiere a “los flujos de utilidad derivados de la actividad del gobierno” (Downs, 1973: 39-41), siendo definidos como públicos estos beneficios por la fuente de la que derivan. De este modo, el ciudadano compara entre sí las rentas de utilidad que a su juicio obtendrá según el partido que ocupe el poder en el futuro. Más precisamente, el ciudadano compara entre la renta de utilidad que efectivamente percibe en el periodo actual por parte del partido en el gobierno y la que podría haber percibido de haber estado el partido opositor en el poder (el autor parte de considerar la lógica del votante en un sistema bipartidista). Algebraicamente, lo dicho se expresa del siguiente modo:

				(Uat) – E (Ubt)

				Donde, Ua representa la renta de utilidad proporcionada por el partido (a) en el poder, t representa el periodo que finaliza el día de las elecciones y E representa valores esperados y E (Ub), la renta de utilidad esperada que el ciudadano habría obtenido de estar el partido opositor (b) en el poder en el periodo t. A esta comparación el autor la denomina, “diferencial corriente de partido”.[20]

				Dentro de este esquema, no sería imposible agregar que si el ciudadano es miembro de una corporación y evalúa que el partido en el gobierno aumentará o conservará, al menos, alguno de los beneficios sostenidos por la organización a la que pertenece y, además, advierte o teme que el partido opositor no lo hará o amenazará beneficios corporativos obtenidos en el pasado, siguiendo la lógica del cálculo expuesta, votará al partido en el gobierno. Si arriba a la conclusión opuesta, votará por el partido opositor. 

				Por otra parte, una serie de autores han modelado la lógica específica de la utilidad misma de votar (comparada con la utilidad de no hacerlo). De esta manera, Riker y Ordeshook (1968), sobre la base de Downs (1973), representan la utilidad esperada de votar como:

				R= pB – C

				Donde p es la probabilidad subjetivamente estimada por el ciudadano de que su voto afecte materialmente el resultado electoral, o en otras palabras, el incremento de la probabilidad de que gane el candidato preferido por el ciudadano cuando éste deposita su voto individual; B (benefits) es la utilidad diferencial aportada por el candidato preferido en comparación con el candidato opositor o el beneficio colectivo derivado de votar; C (costs) son los costos informacionales y de oportunidad de votar; y R  (rewards) es la utilidad esperada de votar menos la utilidad esperada de no votar. La lógica que el votante seguirá de acuerdo con estas premisas, será la de votar si R>0 y de abstenerse si R≤0. Asumiendo que C >0, esto es, que los costos son mayores que 0, la única forma de que R sea mayor que 0 es que pB>0. Sin embargo, a medida que el número de votantes crece, la probabilidad (p) declina, por lo tanto, el beneficio colectivo (B) que el votante puede esperar como resultado de votar, también decrece. En otras palabras, en electorados grandes, el votante tendrá pocos incentivos para votar porque la probabilidad de recibir una parte del beneficio colectivo derivado de la votación es infinitesimal. Muchos trabajos han avanzado sobre la base de estos supuestos y fórmulas, intentando con mayor énfasis resolver esta paradoja. 

				Debe observarse que el hecho de que los ciudadanos se reconozcan como miembros de una organización introduce modificaciones en el cálculo de la probabilidad mencionada, especialmente, si se advierte que dicha organización mantiene acuerdos muy vinculantes con algún partido, siendo capaz de asegurar la lealtad electoral de sus miembros en forma constante. Revisaremos los avances de la literatura sobre el cálculo del voto, relacionándolos con los desarrollos que ha venido realizando la economía de los costos de transacción. Específicamente, nos interesarán los aportes que esta perspectiva pueda hacer acerca de los costos intervinientes en el intercambio electoral. Sin embargo, antes de proceder a realizar esta revisión, debemos observar si estas fórmulas sobre el cálculo del voto en marcos competitivos, son aplicables a contextos en los que un partido monopoliza la escena política. 

				INTERCAMBIO ELECTORAL EN CONTEXTOS MONOPÓLICOS CONSOLIDADOS

				La aplicación de las fórmulas relativas al cálculo del voto supone contextos de competencia partidaria. La clave de que existe competencia se encuentra en la introducción de la probabilidad (p) en los términos del cálculo del voto. Esto es así, porque en un contexto en el que al menos dos partidos compiten para ganar las elecciones, existe un escenario que en determinados periodos, muestra incertidumbres sobre los resultados electorales. Precisamente porque el votante no sabe cuál será el resultado cierto de la elección, es que realiza una estimación de cuán influyente puede ser su voto para que su candidato preferido gane. En otras palabras, en estos contextos existe certidumbre en las reglas e incertidumbre en los resultados (Colomer, 1995).

				Existen escenarios donde la certidumbre de los resultados está asegurada o, por lo menos, donde la probabilidad de conocer de antemano el resultado de la elección es alta o crece a medida que algún partido logra una mayoría intensa frente a otras opciones. Estos escenarios se caracterizan por el hecho de que un partido monopoliza las interacciones entre las unidades partidistas y de esta manera, el intercambio electoral con los ciudadanos. Por lo tanto, el contexto en que se realiza el intercambio importa. Aquí, este contexto se relaciona con el concepto de sistema de partidos en analogía con el concepto de industria. Antes de proseguir, debemos definir en este punto, el concepto de sistema de partidos. 

				Un sistema de partidos se caracteriza por las interacciones entre las unidades partidistas que lo componen. De esta forma, éste se distingue por una serie de propiedades autónomas que no son típicas o propias de las unidades partidistas tomadas aisladamente (Bartolini, 1986) Los estudios existentes en ciencias política han generado una discusión prolífica acerca de los criterios que permiten calificar a un sistema partidario como competitivo o no competitivo (Duverger, 1981; La Palombara y Weimer, 1966; Sartori, 1980; Blondel, 1968; Lipjhart, 1968; Rae, 1971; Bartolini, 1986; Mainwaring, 1999).[21] Aquí tomaremos como parámetro el trabajo de Sartori (1980), por considerar que en él se delinea una serie de distinciones que importan a nuestra investigación y que resumen varias de las discusiones presentes en la literatura. 

				Este autor distingue, en primer lugar, entre sistemas de partidos y sistema de partido-Estado. En los primeros prevalece la expresión, mientras que en los segundos se impone la canalización. Lo primero es entendido como la función de los partidos de articular, comunicar y ejecutar las exigencias de los gobernados “respaldándolas con una presión”, mientras que lo segundo significa que los partidos “agregan, seleccionan y con el tiempo desvían y deforman” las exigencias de los gobernados haciendo uso de la “canalización obligatoria monopólica, en la cual prevalece la represión” (Sartori, 1980: 57). A partir de esta primera diferenciación, este autor propone su conocida clasificación entre sistemas de partidos competitivos y no competitivos. Un sistema es competitivo mientras sea efectiva la conciencia de que puede entrar al mercado un nuevo competidor y de que grandes sectores del electorado pueden modificar sus lealtades, esto es, mientras se mantenga vigente el criterio de competitividad.[22] En cambio, es no competitivo si no cumple mínimamente con este criterio. Aquí se ubican los partidos únicos, que varían en cuanto a la intensidad decreciente de la coacción, en unipartidismos totalitarios, autoritarios y pragmáticos. También, encontramos a los sistemas de partido hegemónico, centrados predominantemente en un partido, existiendo simultáneamente, “una periferia de partidos secundarios y, de hecho, de ‘segunda clase’” (Sartori, 1980: 277). Esta última clasificación es importante, porque precisamente Sartori ubica el caso del PRI en este subtipo no competitivo. Más precisamente, el PRI es caracterizado como partido hegemónico-pragmático, distinguiéndose por un nivel de intensidad ideológico bajo. Al mismo tiempo, se especifica que estamos frente a un caso de “pluralismo simulado” (Sartori, 1980: 280).

				En esta tipología, el caso del peronismo, especialmente para el periodo bajo estudio, es más difícil de ubicar. Los estudios parecen haberse limitado a caracterizarlo como un “partido carismático” en los que “la división del trabajo es constantemente redefinida por la discrecionalidad del líder, la incertidumbre en las carreras partidarias es considerable, no existen procedimientos aceptados y la improvisación es la única regla organizativa real” (Panebianco, 1993: 144-146).

				Por otra parte, la naturaleza del sistema partidario del periodo peronista que va desde 1946 a 1955 no ha merecido una atención exhaustiva. El fenómeno ha sido abordado más bien dentro de la categoría de populismo y en relación con la inclusión del movimiento obrero en el sistema político (Little, 1973; Vilas, 1994; Murmis y Portantiero, 1971; Sidicaro, 1977). En este punto, cabe destacar que dada la escasa consolidación de la experiencia peronista en el periodo 1947-1955, los trabajos que abordan el fenómeno desde una perspectiva dinámica, ofrecen explicaciones más completas (Collier y Collier, 1991). Especialmente nos ha interesado captar un movimiento sutil en esta dinámica. Para ello es pertinente preguntarse: ¿cuándo se transforma un sistema de partidos competitivo en un monopolio en formación? Aquí sostendremos para el caso del sistema de partidos argentino en la década de 1950, que esto ocurre cuando los partidos en pugna buscan instalar una mayoría insustituible en el contexto de un desdibujamiento de las normas de competencia, a raíz de una polarización tal del sistema de partidos que lleva a la anulación, mutua, del oponente. Es importante observar que no se está hablando necesariamente de una vocación autoritaria. Esta es una discusión que no pretendemos, ni nos interesa abordar, porque consideramos que dicha característica podría ser atribuida interminable, y parcialmente, tanto al peronismo como a la oposición (que tras 1955, pasó incluso a proscribir a dicho partido). Dado que ésta nos parece una discusión bastante estéril y maniquea, aquí más bien nos interesa enfatizar que la dinámica propia de la competencia llevó a los partidos (tanto al peronismo como a la oposición) a presentarse como insustituibles. Este es un descubrimiento que la economía hizo desde principios del siglo XX.[23] El intercambio monopólico no es un “desvío patológico” de la competencia, sino que puede surgir de la propia competencia. 

				Para capturar los matices de esta pauta monopólica en forma ordenada, resulta de utilidad elaborar una analogía entre el concepto de sistema de partidos y el concepto económico de industria. Así, podemos considerar que lo que hemos definido como sistema de partido, esto es, un conjunto de unidades partidarias interactuando entre sí, puede ser asimilado a un conjunto de empresas que producen un bien dado, conformando una industria. Si los bienes producidos por las diferentes empresas son vistos como sustitutivos cercanos por los consumidores (esto es, los consumidores pueden sustituir un bien por otro) y las empresas no influyen en los precios de sus mercados de factores de producción ni de productos netos, estamos frente a una industria competitiva.[24] En este caso la empresa actuará en el punto en que el precio conformado por la interacción de la demanda y la oferta sea igual a su coste marginal (es decir, la empresa no venderá a un precio ni menor ni mayor que el que indique el mercado, ni a un precio que no compense al menos su costo marginal de producción). En este punto, suele observarse que se ha alcanzado una solución eficiente en el sentido de Pareto, es decir, una solución donde no es posible mejorar el bienestar de nadie sin empeorar el de alguien.

				Trasladando estos conceptos al campo de la política, podemos afirmar que cuando los ciudadanos tienen la posibilidad de elegir entre diferentes opciones partidarias y están dadas las garantías para que se respeten efectivamente las reglas que regulan la actividad partidaria y electoral, estamos frente a un sistema partidario competitivo. En éste, dadas ciertas reglas electorales, cierta distribución de preferencias y en condición de información perfecta y gratuita, los resultados electorales serán eficientes (en el sentido mencionado). En esta situación (obviamente estilizada y por lo tanto simplificada), el candidato victorioso ganará porque ha prometido a mayor cantidad de votantes dar mejores beneficios que el candidato perdedor. Es decir, que la interacción entre las ofertas de los candidatos y las “demandas” de los ciudadanos, encuentra una solución de equilibrio en la opción ganadora. 

				En cambio, cuando una empresa vende bienes a muchos compradores, y éstos no son sustituibles para los mismos, estamos frente a un monopolio. En esta situación, la empresa podrá seleccionar la cantidad de producto que ofrecerá o, de manera equivalente, el precio que cobrará por unidad de producto. De esta manera, por lo general, el precio será más alto y el volumen de producción menor en un mercado monopolista que en uno competitivo.[25] Sin embargo, desde un punto de vista estratégico, un monopolio puede rebajar el precio para defender su posición frente a la amenaza de otra empresa que quiere entrar en la industria ejecutando, de esta forma, lo que la literatura ha dado en llamar estrategia de disuasión de la entrada. 

				Hechas estas observaciones, podemos pasar a definir un monopolio como “cualquier intercambio (político, económico, etc.) en el que un grupo de individuos se ve constreñido a comerciar con uno y el mismo oferente…” y en el que el monopolio se mantiene porque “el oferente es el mejor proveedor en los alrededores y esto es precisamente porque (…) previene que los posibles competidores ingresen en el combate” (Medina y Stokes, 2003: 3). En términos políticos, esta caracterización del monopolio nos señala tres cuestiones. La primera, se refiere a que estamos en un sistema partidario monopólico cuando los ciudadanos no tienen opción efectiva de elegir entre alternativas partidarias diferentes (sustituyéndolas unas por otras). La segunda cuestión indica que, generalmente, en este tipo de sistema, los costos serán elevados para los ciudadanos y los beneficios altos para el partido en el gobierno. Finalmente la tercera cuestión, relaja la observación anterior indicando que un partido monopólico puede elevar el umbral de beneficios otorgado a los ciudadanos, hasta el mínimo requerido para disuadir la entrada al mercado electoral de opciones partidarias sustitutas.

				Por otra parte, una o varias empresas pueden encontrarse en la situación de expandir y usurpar el mercado de sus competidores para lograr una posición monopólica. En este caso, cada empresa intentará diferenciar su producto del resto de las empresas de tal manera que intentarán convertir el bien que ofrecen en insustituible. Cuanto mayor sea la diferencia que impongan, mayor será la posición monopólica que hayan conquistado. En términos políticos, esto significa que en determinados momentos un partido puede tratar, o verse obligado a lograr una mayoría, diferenciando su posición de tal modo, que se transformará en insustituible frente a esa mayoría. Siguiendo el análisis de Carrizo para el peronismo, en un contexto de creciente polarización partidaria, cada partido puede intentar establecer una “mayoría intensa continua”, esto es, una mayoría que “no es sólo numérica sino que implica intensidad ideológica” en forma persistente (Carrizo, 1998: 42-43).

				Una vez delineados estos contextos podemos preguntarnos, ¿puede hablarse de intercambio electoral en los contextos monopólicos que hemos descrito? Si así fuera, ¿cuál sería su lógica? Desarrollaremos, en primer lugar, esta lógica para la situación de un monopolio partidario consolidado y en segundo lugar, para el caso de un monopolio en formación.

				De manera formalizada y bajo las premisas descritas, puede indicarse que en caso de monopolio consolidado:[26]

				1) El monopolista presentará a cada ciudadano individual una oferta del tipo “o lo tomas o lo dejas”, que extrae todo el excedente que de otro modo obtendría el ciudadano de la oferta.

				2) La utilidad del ciudadano está en función de la cantidad de bienes (b) ofrecidos por el partido y de la renta (m) que tiene para gastar en la votación = U (b,m)

				3) El ciudadano dispone —tal como expusimos en el apartado anterior— de una renta total (o riqueza) m, de modo que si no vota por ninguna unidad del bien ofrecido por el monopolio obtendrá una utilidad de Uo= U (0, m). Donde Uo es la utilidad de no votar que está en función de 0 bienes (porque no acepta la oferta del monopolio) y de la renta de que dispone. Nótese, insistimos, que la utilidad está en función de los bienes que se deberá obtener, pero también en función de la renta que posee el ciudadano. Ello significa que la utilidad de no aceptar la oferta del monopolio no será necesariamente igual a cero. Por lo tanto, también, implica que los ciudadanos con mayor renta estarán en mejores condiciones de optar por rechazar la oferta del partido monopólico. 

				4) El ciudadano optará por b a un costo c. Debe observarse bien que al ciudadano no se le da la opción de obtener b en la cantidad que desee o votar para obtener otros bienes ofrecidos por otros partidos políticos. Al ciudadano se le da la oportunidad de votar por b o no obtener ningún bien (y quedarse con su renta previa, si la tenía), eso es todo.

				5) El ciudadano aceptará la oferta del partido monopólico si ésta le proporciona una utilidad mayor que la utilidad de no votarlo denotada como Uo (que, repetimos, no es necesariamente igual a cero). Formalmente aceptará si Ua (b, m- c) ≥ Uo. Siendo Ua la utilidad ofrecida por votar al partido monopólico.

				6) El monopolio cuando realiza la oferta del tipo “o lo tomas o lo dejas” fijará el umbral de b y de c, de manera que la utilidad ofrecida por él no sea nunca más baja que la utilidad de no votarlo. 

				En síntesis, la fórmula del cálculo del voto en un monopolio es:

				Ua – Uo

				7) Si Ua ≥ Uo, el ciudadano votará por el partido monopólico. En cambio si Ua≤ Uo optará por no votar al partido monopólico. 

				De esta manera, los ciudadanos en un monopolio consolidado no comparan entre la utilidad ofrecida por el partido en el gobierno y la utilidad esperada que el partido opositor habría dado de haber estado en el gobierno, sino que comparan entre tomar lo que el partido monopólico ofrece o quedarse con la utilidad de no recibir nada (que —repetimos— no es igual a cero, obsérvese que el individuo posee una renta previa). En términos del juego que modelizaremos para dar cuenta de nuestro argumento diremos que los ciudadanos (específicamente nos referiremos a las nuevas ciudadanas) pueden elegir entre apoyar al partido o no apoyar al partido monopólico. Si bien ésta no es una opción maravillosa, no puede negarse que de todas maneras hay algo por elegir.

				Desde el punto de vista del partido, deben observarse tres cuestiones. La primera se ubica en el plano de la microeconomía clásica y las dos siguientes abren las puertas a la perspectiva de la economía de los costos de transacción y el nuevo institucionalismo que desarrollaremos, más ampliamente, en el próximo apartado. La primera, se refiere a que los grupos más aventajados, esto es, los individuos que posean mayor renta, serán aquellos que puedan verse más tentados de no apoyar al partido monopólico si la utilidad que ofrece no es lo suficientemente alta. 

				Esto nos lleva a la segunda cuestión, al monopolio le conviene ‘tratar personalmente’ con cada ciudadano para saber con la mayor exactitud posible cuál es su función de utilidad y, en consecuencia, diseñar ‘a medida’, la oferta de “todo o nada”, extrayendo el límite máximo que el ciudadano está dispuesto a pagar. No se supone que cada dirigente máximo del partido conozca a todos los ciudadanos sino que, por un lado, el partido se organizará jerárquicamente con el fin de que cada dirigente de un subgrupo en cada escalón organizativo pueda controlar una serie de relaciones interpersonales informales con los ciudadanos. Por otro lado, al partido le interesará pactar con organizaciones que aglutinen las demandas de un grupo de individuos y que sean capaces de movilizarlos electoralmente, al tiempo que puedan informar con bastante precisión el mínimo de utilidad que requieren sus miembros para seguir votando por él. En otras palabras, el partido monopólico estará interesado en construir una serie de arreglos institucionales que le permitan sostener de manera creíble determinada oferta de utilidad a distintos grupos. 

				Finalmente, y como tercer cuestión, es posible observar que así como los ciudadanos dependen muy estrechamente de una opción partidaria, así también el partido “depende” de los ciudadanos para mantener su posición monopólica. Esto es así, porque los activos específicos (el haber contable de cada parte) están fuertemente vinculados y “en poder” de la otra parte (Williamson, 1991). Esto no significa que no reconozcamos que la relación general entre ciudadanos y partido es asimétrica (esto es, que la suerte de una de las partes —los ciudadanos— es más dependiente de las acciones de la otra —el partido—), sino que —aunque en situación privilegiada— el partido también debe ser conciente de ciertos riesgos a los que está expuesto.

				Tal como advirtió Coase, en ciertas ocasiones, los consumidores pueden reaccionar no sólo resignándose a no obtener nada, sino que pueden hacer a su vez una contraoferta del tipo “o lo tomas o lo dejas” al mismísimo monopolio. En este caso, la pregunta de base es ¿no aceptaría el monopolio esta contraoferta si creyera que no puede conseguir otro negocio mejor? Más precisamente, la denominada “conjetura de Coase” afirma que el grado en que un monopolio puede explotar su poder de monopolio depende de dos factores: a) la cuantía en que el monopolio puede limitar su capacidad para reducir el precio que solicita; y b) la impaciencia de los clientes (esto es, cuanto puedan resistir la espera, mientras apuestan a que el monopolio bajará el precio).[27] A nuestros fines, esta conjetura y las condiciones en las que se basa puede traducirse en cuatro cuestiones que un partido monopólico debe enfrentar: 

				1) La existencia de organizaciones que aumentan la capacidad de espera de los clientes incrementa los riesgos de recibir contraofertas. Por lo tanto, al partido le interesará generar acuerdos sumamente vinculantes con estas organizaciones, especialmente con sus dirigentes, para reducir al máximo las posibilidades de una actuación autónoma por parte de las mismas. 

				2) Desde un punto de vista estratégico (de disuasión de la entrada) si el monopolio ofrece permanentemente a los ciudadanos una utilidad mucho más baja que no obtener nada, puede generar paulatinamente un número creciente de descontentos y favorecer la entrada de empresas políticas al mercado electoral modificando su posición monopólica. 

				3) Aquellos que tengan más renta (tal como la hemos definido, incluyendo atributos no reducibles a la renta económica) podrán más fácilmente asumir posiciones de contraoferta. En los términos de nuestro argumento, esto significa que al partido le interesará incluir en sus filas a aquellos que tengan este perfil rentable, ofreciéndoles utilidades mayores que a aquellos que no reporten estas características. Si no realiza esto, el partido corre el riesgo de que algunos pasen a engrosar la amenaza de opciones partidarias sustitutas, favoreciendo la conformación de una dirigencia que propicie la entrada al mercado político de opciones opositoras. 

				¿Esto se cumple cuando un nuevo grupo, en desventaja, entra al mercado electoral? ¿Por qué habría de dar un partido tan poderoso algunos beneficios a las nuevas ciudadanas? La respuesta sigue pasos similares a nuestro argumento principal. En el caso de un nuevo grupo en desventaja, debe observarse que, sin embargo, hay algunas que tienen mayores rentas que otras. Al partido, le interesará seleccionar a algunas con mayor renta, tanto en la base como al nivel de la dirigencia, otorgándoles beneficios diferenciales. Esto significa, en términos de nuestro juego, que el partido ofrecerá algo (monto del beneficio) a algunas (cobertura del beneficio). La novedad de la entrada de este grupo puede significar cierto peligro de desequilibrio político, por lo tanto el partido invertirá recursos en ejecutar la selección predicha en forma cuidadosa para evitar desequilibrios no contemplados. En otras palabras, dada la entrada de las mujeres al mercado electoral, al partido monopólico le interesará cooptar a aquellas que tengan experiencia política y/u organizativa, educación, recursos, tiempo, etc. para incluirlas dentro de la dirigencia partidaria. Simultáneamente, en las bases distribuirá selectivamente algunos beneficios a aquellas que hayan demostrado lealtad al partido en virtud de su experiencia política, rapidez de respuesta, tiempo para asistir a actos partidarios, etc., con el fin de asegurar su adhesión y mantener vigente la expectativa de que todas pueden obtener algo si se esfuerzan en demostrar que son fieles al partido.

				4) Al mismo tiempo, en esta situación novedosa, el partido se empeñará en evitar los riesgos de contraoferta de las organizaciones corporativas que pretendan mantener una posición de autonomía (esto es, que no acuerden mantener relaciones muy vinculantes con el partido) y de amenaza de entrada de opciones partidarias sustitutas, utilizando mecanismos de exclusión y disciplinamiento frente a aquellas ciudadanas que puedan organizarse políticamente en forma independiente. A la luz de nuestro caso empírico, esto se condice con la exclusión y disciplinamiento que el PRI practicó frente a las mujeres de izquierda y disidentes, intensificando estas acciones a partir de la expansión del derecho de voto a nivel municipal durante el periodo presidencial de Miguel Alemán (1946-1952). 

				En conjunto, la lógica de estas premisas y estos desarrollos, nos dice que aunque a un partido monopólico le sea posible ofrecer muy pocos beneficios a un alto precio, esto no es estrictamente conveniente, ni siquiera tratándose de un grupo novato en la escena electoral. Lo contrario, tampoco es cierto. Al partido no le conviene otorgar altos beneficios a bajos precios (porque, entonces, no extraería ventajas de su situación monopólica). Por lo tanto, la solución (el equilibrio de Nash en estrategias mixtas, en los términos de nuestro juego) se ubica en la opción intermedia. De esta manera, nuestro argumento propone que dados ciertos arreglos institucionales, a un partido monopólico le resulta conveniente dar algo, (ni mucho ni poco) para mantener su posición monopólica. El siguiente gráfico resume lo dicho hasta aquí:

				Gráfico 1. Intercambio electoral en monopolios consolidados

				[image: graf-1.jpg]

				Fuente: elaboración propia.

				El gráfico muestra que el punto de equilibrio se alcanza cuando el partido monopólico da un monto intermedio de beneficios entre los extremos de dar poco y dar mucho. La distribución de beneficios tiene, por lo tanto, una forma de cuasi-campana. Por debajo de la cima de esa campana se ubica la utilidad de no apoyar votando al partido monopólico. Por un lado, si el partido da poco Ua pasaría a ubicarse por debajo de Uo y esto implicaría que es menor, por lo que el ciudadano preferiría Uo, esto es, no votar al partido monopólico y quedarse con poco. En el otro extremo, el ciudadano no recibe muchos beneficios, porque es indiferente que el partido dé mucho o algo para obtener el voto. Sólo con dar algo ya consigue la adhesión electoral suficiente para impedir la entrada de opciones partidarias sustitutas. Al partido no le conviene realizar semejante gasto (dar mucho) si puede seguir en el poder hasta el punto en que los ciudadanos sigan prefiriendo votarlo antes que no recibir nada o, más bien, quedarse con poco. De esta manera, mientras los ciudadanos sigan percibiendo que el partido les dará algo, votarán por él. Esto no significa otra cosa que decir que, en una situación de monopolio en la que votar por otra opción resulta poco ventajoso o inútil, los individuos, especialmente los que no cuentan con una renta previa, sabrán que no pueden esperar mucho, pero al menos se esforzarán por conseguir algo. 

				Es importante, en este punto, delimitar precisamente el concepto de opción intermedia presentado aquí bajo la denominación de algo. Aunque la connotación de la palabra intermedio pueda llevarnos a pensar en una situación eficiente, esto no es correcto en el sentido de haber arribado a una solución donde no es posible mejorar el bienestar de nadie sin empeorar el de alguien (eficiencia en el sentido de Pareto). En otras palabras, la solución de equilibrio a la que se llega en la situación de monopolio consolidado es ineficiente con respecto a una solución competitiva, en un sentido muy claro, el monopolio aún sigue ofreciendo beneficios por debajo de lo que la demanda exige, ofreciéndolos a un costo más alto que el que resultaría de una competencia electoral.[28]
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